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DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE MEDIDAS FISCALES Y DE 
FOMENTO ECONÓMICO EN LA REGIÓN DE MURCIA PARA EL AÑO 2012

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 25 de octubre de 2011, acuerda aprobar, por 
unanimidad, el siguiente:

D i c t a m e n
I. ANTECEDENTES

Con fecha 4 de octubre de 2011 
tuvo entrada en el Consejo el escrito del 
Excmo. Sr. Consejero de Economía y 
Hacienda mediante el que remite el An-
teproyecto de Ley de Medidas Fiscales 
y de Fomento Económico en la Región 
de Murcia pare el año 2012, al objeto 
de que este Órgano emita el preceptivo 
dictamen previsto en el artículo 5.a) de 

la Ley 3/1993, de 16 de julio, por la que 
se crea el Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia.

El contenido del Anteproyecto com-
prende un conjunto de cambios tributarios 
que afectan tanto a cedidos como propios, 
y regula además el régimen jurídico de los 
denominados Proyectos Estratégicos. Las 
modificaciones sobre los tributos cedidos 
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afectan al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (I.R.P.F.), el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones (ISD), el 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimo-
niales y Actos Jurídicos Documentados 
(ITPAJD), a los Tributos sobre el Juego 
y al Impuesto sobre las Ventas Minoristas 
de Determinados Hidrocarburos. Dentro 
de los tributos propios, crea un nuevo 
impuesto medioambiental, el Impuesto 
sobre Instalaciones que incidan en el 
Medio Ambiente de la Región de Murcia, 
y modifica el Decreto Legislativo 1/2004, 
por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley de Tasas, Precios Públicos y 
Contribuciones Especiales para crear nue-
vas tasas y alterar la regulación de otras.

Es ya una práctica habitual del 
ordenamiento legislativo de nuestra 
Comunidad Autónoma aprobar una dis-
posición con rango de ley que regule las 
modificaciones de naturaleza tributaria 
que el Gobierno regional considera apro-
piado proponer con el fin de facilitar la 
consecución de sus objetivos en materia 
de política económica. Empezó con la 
aprobación de la Ley 13/1997, de 23 
de diciembre, de Medidas Fiscales, Pre-
supuestarias y Administrativas, y se ha 
repetido anualmente con la sola interrup-
ción del año 2004. Este tipo de leyes han 
surgido como consecuencia de la doctrina 
del Tribunal Constitucional y del Consejo 
Jurídico de la Región de Murcia, que 
obliga a separar este tipo de regulación 
de la que se incorpora cada año en las 
Leyes Generales de Presupuestos.

A todos los anteproyectos de estas 
leyes que esencialmente modifican el 
ordenamiento tributario regional, aunque 

es frecuente que introduzcan cambios 
a otras de naturaleza más dispersa, co-
nocidas generalmente como leyes de 
acompañamiento de los Presupuestos, ha 
efectuado el CESRM anualmente los co-
rrespondientes dictámenes. En el apartado 
de antecedentes de tales dictámenes se ha 
expuesto detalladamente tanto las causas 
que motivaron la necesidad de promul-
gar tales disposiciones como las bases 
del modelo de financiación autonómica 
que sustenta la capacidad competencial 
tributaria de la Comunidad Autónoma. 
Una competencia que experimentó un 
cambio notable con la aprobación de la 
Ley 22/2010, de 16 julio, del régimen de 
cesión de tributos del estado a la Comu-
nidad Autónoma de la Región de Murcia 
y de fijación del alcance y condiciones de 
dicha sesión, promulgada para adaptar a 
nuestro ámbito territorial el contenido de 
la Ley 22/2009, de 18 diciembre, por la 
que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régi-
men común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias. Ley esta que derogaba 
la hasta entonces vigente Ley 21/2001, 
de 27 diciembre.

El nuevo modelo de financiación 
autonómica configurado por la legislación 
antedicha ha profundizado en el principio 
de corresponsabilidad fiscal, de tal forma 
que el régimen de cesión de tributos se ve 
afectado con una ampliación relevante de 
los porcentajes de cesión, así como de las 
competencias normativas de las Comuni-
dades Autónomas en los tributos que son 
objeto de cesión parcial. Respecto a la 
ampliación de los porcentajes de cesión, 
produjo una elevación del correspondien-
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te al IRPF del 33% a 50%, del Impuesto 
sobre el Valor Añadido (IVA) del 35% al 
50%, y de los Impuestos Especiales de 
Fabricación sobre la Cerveza, el Vino y 
Bebidas Fermentadas, Productos Inter-
medios, Alcohol y Bebidas Derivadas, 
Hidrocarburos y Labores del Tabaco del 
40% al 58%. Por otro lado, se ampliaron 
las competencias en el IRPF, incorpo-
rando novedosamente la posibilidad de 
modificación de los mínimos personales y 
familiares, así como permitiendo mayores 
márgenes en la aprobación de la escala 
autonómica y deducciones de la cuota.

Todos los tributos que el Anteproyec-
to propone modificar ya han sido objeto 
de algún tipo de regulación autonómica 
en los años anteriores. A modo de síntesis 
en lo que concierne al IRPF, se estable-
cieron deducciones por la adquisición de 
vivienda de nueva construcción, incluida 
la segunda vivienda, eliminada a los 
pocos años de su implantación, por ad-
quisición o rehabilitación de la vivienda 
habitual por jóvenes menores de 36 años 
dentro de determinados límites de base 
imponible, por donaciones dinerarias a 
entidades dependientes de la CARM y 
fundaciones orientadas al desarrollo y 
protección del Patrimonio Histórico, por 
gastos de guardería para hijos menores de 
tres años, por inversiones en instalaciones 
de recursos energéticos procedentes de 
fuentes de energía renovable solar (tér-
mica y fotovoltaica) y eólica realizadas 
en viviendas que constituyan la habitual 
del sujeto pasivo o en destinadas al 
arrendamiento si éste no tiene la consi-
deración de actividad económica, y por 
inversiones en dispositivos domésticos 
de ahorro de agua.

A raíz del nuevo modelo de finan-
ciación autonómica se ha introducido 
cambios en la escala autonómica del 
IRPF. Fue regulada por primera vez en 
el artículo uno de la Ley 7/2008. Era una 
escala progresiva, con los mismo cuatro 
tramos que la escala estatal pero con tipos 
marginales algunas centésimas inferiores 
a los regulados con carácter supletorio por 
el Estado. Implantada para el año 2009, 
mantenía su vigencia para el ejercicio 
siguiente al no ser modificada por la ley 
de acompañamiento aprobada para el año 
2010 pero quedó sin efecto cuando a fina-
les de esa anualidad el artículo único de 
la Ley 2/2010, de 27 diciembre, regulaba 
una escala progresiva que coincidía con 
la establecida por el Estado con carácter 
supletorio. Tampoco el anteproyecto de la 
ley de acompañamiento del año 2011, la 
posterior Ley 3/2010, de 27 diciembre, de 
modificación de la regulación de algunos 
de los tributos propios de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, pro-
puso ninguna variación de la referida 
escala. Sin embargo, en la Ley 4/2010, 
igualmente de 27 diciembre, mediante 
la que se aprobaron los Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia para el ejercicio 
2011, se cambió dicha escala autonómica 
del IRPF creando dos nuevos tramos de 
base imponible a partir del más elevado 
fijado por la normativa estatal supletoria 
y elevando los tipos marginales un punto 
porcentual cuando la base imponible se 
encuentra entre 120.000 y 175.000 euros, 
y dos puntos porcentuales si rebasa esa 
última cantidad. Además, en la deducción 
por la adquisición de vivienda habitual 
por menores de 36 años se redujo el límite 
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de base imponible por debajo del cual es 
posible aplicarse el porcentaje del 5% 
frente al 3% fijado con carácter general 
hasta 24.107,2, para equipararlo al límite 
máximo que la normativa estatal permite 
la deducción por adquisición de vivienda 
habitual a cualquier sujeto pasivo.

En el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones la CARM ha establecido di-
ferentes reducciones de la base imponible 
así como deducciones y bonificaciones de 
la cuota, generalmente dentro de determi-
nados límites de base imponible o cuota. 
La reducción de la base imponible por 
adquisiciones mortis causa es el 99% por 
la adquisición de una empresa individual 
o negocio profesional o participaciones 
en entidades con domicilio fiscal y so-
cial en la Región. En las adquisiciones 
inter vivos también se aplica la anterior 
y en el mismo porcentaje. Y en esas ad-
quisiciones hay una reducción del 99% 
asimismo en el caso de donaciones a 
parientes de los grupos I y II de paren-
tesco por adquisición de un inmueble de 
naturaleza urbana sito en la Región que 
vaya a constituir su vivienda habitual, o 
por la donación de cantidades en metálico 
o un solar con el mismo fin; a su vez, en 
igual porcentaje y grados de parentesco 
por las cantidades donadas para la ad-
quisición de empresa individual, negocio 
profesional o participaciones en entidades 
con domicilio fiscal y social en la Co-
munidad Autónoma; y asimismo sucede 
por la donación de explotaciones agrarias 
situadas en la Región. En este Impuesto 
se ha establecido deducciones de la cuota 
en las adquisiciones mortis causa por 
sujetos pasivos incluidos en el grupo I 
de parentesco en un 99%; y en el mismo 

porcentaje si el parentesco es del grupo 
II hasta un límite máximo de 450.000 
euros o 600.000 euros si el adquirente es 
discapacitado en grado igual o superior 
al 65%. La ley de acompañamiento dic-
taminada por el CESRM el pasado año, 
la Ley 3/2010, no introdujo modificacio-
nes en este Impuesto ni tampoco la Ley 
4/2010, de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia para el ejercicio 2011.

En el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados (ITPAJD), en su modalidad de 
transmisiones patrimoniales onerosas, se 
subió un punto porcentual, hasta el 7%, 
el tipo de gravamen general aplicable a la 
transmisión de inmuebles y constitución 
y cesión de derechos reales sobre los 
mismos en la primera ley de acompaña-
miento, la Ley 13/1997. Posteriormente 
se establecieron tipos de gravámenes 
reducidos aplicables generalmente por 
debajo de una determinada cantidad de 
base imponible: un 4% en transmisión 
de viviendas de protección oficial de ré-
gimen especial, un 2% en transmisiones 
de viviendas y sus anexos a una persona 
física o jurídica que ejerza una actividad 
empresarial a la que sean aplicables a las 
normas de adaptación del plan General de 
contabilidad del sector inmobiliario, un 
3% en los supuestos de no renuncia a la 
exención establecida en el artículo 20.2 
de la Ley del IVA, un 3% en adquisicio-
nes de vivienda habitual por parte de su-
jetos pasivos que tengan la consideración 
legal de familia numerosa, y un 3% en 
adquisición de inmuebles que radiquen 
en la Región por parte de sujetos pasivos 
con menos de 36 años.
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En la modalidad de Actos Jurídicos 
Documentados, el tipo de gravamen ge-
neral se elevó hasta el 1% mediante la 
Ley 8/2004, pero se han aprobado pos-
teriormente tipos impositivos reducidos 
del 0,1%, generalmente también hasta 
un cierto máximo de base imponible o 
valor real del activo en escrituras que 
formalicen la constitución o cancelación 
de derechos reales de garantía a favor 
de sociedades de garantía recíproca con 
domicilio fiscal en la Región; para do-
cumentos que formalicen primera trans-
misión de viviendas acogidas al Plan de 
vivienda Joven cuando los adquirentes 
tengan menos de 36 años así como los 
préstamos hipotecarios destinados a su 
financiación; en caso de primeras copias 
de escrituras públicas que documenten 
préstamos hipotecarios, tanto de nue-
va constitución como subrogaciones, 
destinados a financiar la adquisición de 
viviendas con sujetos pasivos menores 
de 36 años o con grado de minusvalía 
igual o superior al 65%; y en el caso de 
primeras copias de escrituras que docu-
menten la constitución y modificación de 
préstamos y créditos hipotecarios afectos 
a una empresa individual o negocio pro-
fesional cuyo titular sea un trabajador por 
cuenta propia o autónomo. En sentido 
contrario, se ha elevado hasta el 1,5% el 
tipo impositivo aplicable a las escrituras 
notariales que formalicen transmisiones 
de inmuebles en las que se realiza la 
renuncia a la exención en el IVA. Asi-
mismo se ha aprobado una bonificación 
autonómica del 100% de la cuota del 
ITPAJD para determinadas operaciones 
realizadas por las comunidades de usua-
rios de agua. Tampoco la Ley 3/2010 ni 

la Ley 4/2010 introdujeron cambios en 
este Impuesto.

La Tasa fiscal sobre los juegos de 
suerte, envite o azar comprende varias 
modalidades de juego. El tipo de grava-
men general fue regulado por primera 
vez en la Ley 13/1997, la primera ley 
de acompañamiento, y se fijó en el 25%.

Esa misma Ley aprobó un tipo de 
gravamen del 18% para el bingo tradi-
cional que se aplica sobre una base im-
ponible que es el valor facial del cartón, 
es decir, su precio total. En cambio, para 
la modalidad del bingo electrónico el tipo 
tributario es el 30%, regulado por primera 
vez en la redacción dada al artículo 4 
de la Ley 8/2004 por el artículo 3 de la 
Ley 12/2006, si bien se aplica sobre una 
base imponible que es el importe jugado 
menos la cantidad destinada a premios. 
La Ley 4/2010 introdujo una novedad 
en el bingo tradicional. Estableció una 
deducción del 10% en cada una de las 
liquidaciones de la tasa supeditada al 
mantenimiento de la plantilla de trabaja-
dores durante los años 2010 y 2011.

La tarifa aplicable a los casinos de 
juego fue regulada asimismo por primera 
vez en la Ley 13/1997. Establece un tipo 
del 25% para una base imponible de hasta 
1.606.800 euros; del 42% si está com-
prendida entre esta cantidad y 2.570.880 
euros; y del 55% si se rebasa esta última 
cifra. También la Ley de Presupuestos 
Generales de la Región de Murcia para 
el año 2011 implantó una deducción de la 
cuota del 10% para los casinos de juego 
que durante el cuarto trimestre de 2010 
y el año 2011 no redujeran la plantilla de 
trabajadores.
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Es también la Ley 13/1997 la que 
estableció por primera vez las cuotas fijas 
aplicables a las máquinas recreativas, si 
bien se han elevado en otras leyes de 
acompañamiento. Las cuantías vigentes 
fueron implementadas por el artículo 
55.Uno de la Ley 4/2010, lo que supuso 
una reducción para aquellas máquinas 
que permiten dos o más jugadores. 
Anteriormente, en las máquinas tipo B 
se duplicaba la cuota cuando eran dos 
jugadores y si eran tres o más se aplica-
ba la anterior y se sumaba el resultado 
de multiplicar el coeficiente 2,5 y por el 
producto del número de jugadores por el 
precio máximo autorizado para la partida. 
En las máquinas tipo C, se duplicaba 
asimismo la cuota cuando eran dos juga-
dores pero si eran tres o más se sumaba 
a la anterior 1.060 euros por cada nuevo 
jugador que excediera de dos. La reforma 
introducida por la Ley de Presupuestos 
Generales para 2011 mantiene la cuota de 
las máquinas de un jugador pero cuando 
hay dos o más se obtiene como resultado 
de aplicar la anterior y añadirle el resul-
tado de multiplicar el 25% de la cuota de 
un jugador por el número de éstos a partir 
del primero, procedimiento aplicable a 
ambos tipos de máquinas. Antes de esta 
reforma la Ley 13/2009 permitió decla-
rar un 8% de las máquinas en situación 
de baja temporal, tributando por estas 
un 25% de su correspondiente cuota, y 
un 7% adicional, con igual tributación, 
vinculado al mantenimiento del empleo, 
posibilidad que mantiene asimismo la 
Ley 4/2010.

La Tasa sobre rifas, tómbolas, apues-
tas y combinaciones aleatorias fue re-
gulada por la Ley 4/2010. Establece un 

tipo de gravamen con carácter general 
del 15%, porcentaje que es el 10% 
en las apuestas sobre acontecimientos 
deportivos, de competición o de otro 
carácter previamente determinado así 
como las apuestas hípicas, y del 1,5% 
en las apuestas gananciosos, de las de-
nominadas “traviesas” celebradas en el 
interior de los frontones y hechas con 
la intervención de corredor. Se aplican 
sobre una base imponible que consiste, 
con carácter general, en el importe total 
de los billetes, boletos o resguardos de 
participación vendidos, salvo en caso de 
apuestas hípicas o sobre acontecimientos 
deportivos en que vendrá constituida por 
la diferencia entre la suma total de las 
cantidades apostadas y el importe de los 
premios obtenidos por los participantes.

La Ley 4/2010 creó asimismo un tipo 
de gravamen autonómico al Impuesto 
sobre las Ventas Minoristas de Determi-
nados Hidrocarburos. Asciende, por cada 
1.000 litros, a 24 euros en las gasolinas; 
12 euros en gasóleo de uso general; 6 
euros en gasóleo de usos especiales y 
de calefacción; 24 euros si se trata de 
queroseno; y un euro por tonelada en el 
fuelóleo.

En lo que concierne a los tributos 
propios la CARM ha implantado en los 
últimos años determinados impuestos 
medioambientales. La regulación inicial, 
sometida posteriormente a diversas mo-
dificaciones en otras leyes de acompa-
ñamiento, se estableció mediante la Ley 
9/2005, de 29 diciembre, a través de la 
cual se implantaron los impuestos sobre el 
almacenamiento o depósito de residuos, 
por emisiones de gases contaminantes a 
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la atmósfera, y el impuesto sobre vertido 
a las aguas litorales que inicialmente 
fue creado como canon mediante la Ley 
8/2004. En el mismo ámbito cabe situar 
el canon de saneamiento creado por la 
Ley 3/2000. Su tarifa fue establecida por 
la Ley 3/2002 y modificada por diversas 
leyes de acompañamiento posteriores, la 
última de ellas la Ley 3/2010.

Finalmente, la normativa reguladora 
de las tasas, precios públicos y contri-
buciones especiales es probablemente 
la que más cambios ha experimentado 
en el ordenamiento jurídico regional 
desde su inicial promulgación en la Ley 
10/1984, de 27 noviembre. Por razones 
de diversa índole tales como atender nue-
va legislación estatal, que en la segunda 
mitad de los 80 delimitó los conceptos 
de tasa y precio público, incorporar 
hechos imponibles derivados de sucesi-
vas transferencias de competencias a la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, la prestación de nuevos servicios 
o la mejora en la gestión de tales tributos, 
ha sido muy frecuente, ya desde los pri-
meros años tras la aprobación de aquella 
Ley, la modificación de su normativa bien 
mediante las disposiciones que aprobaban 
los Presupuestos Generales de la Comu-
nidad Autónoma, bien mediante leyes 
específicas como fueron la Ley 6/1992, 
de 23 diciembre, de Tasas, Precios Públi-
cos y Contribuciones Especiales, y la Ley 
4/1995, de 22 de marzo, que la modificó. 

Para clarificar toda esta normativa y en 
aras a reforzar el principio de seguridad 
jurídica de los contribuyentes se promul-
gó el Decreto Legislativo 36/1995, de 19 
de mayo, por el que se aprobó el Texto 
Refundido de la Ley de Tasas, Precios 
Públicos y Contribuciones Especiales. 
Pero los cambios siguieron porque esta 
disposición fue derogada al promulgarse 
la Ley 7/1997, de 29 de octubre, de Ta-
sas, Precios Públicos y Contribuciones 
Especiales. Introdujo una importante 
reestructuración en tales tributos moti-
vada por la necesaria adecuación de las 
categorías de tasas y precios públicos a 
la sentencia del Tribunal Constitucional 
número 185/1995, pero igualmente por 
la incorporación de nuevos aspectos 
normativos, formales y estructurales en 
relación con la norma entonces vigente. 
Como sucedió anteriormente, la leyes 
presupuestarias siguientes y desde 1998 
las leyes de acompañamiento de los 
anuales Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia han creado más cambios que 
dieron lugar a su vez a la aprobación de 
un texto refundido de dicha normativa, 
aprobado mediante el Decreto Legislati-
vo 1/2004, de 9 de julio, ahora vigente. 
Texto refundido sometido igualmente 
a notables alteraciones en las leyes de 
acompañamiento de los Presupuestos 
promulgadas los años posteriores, la 
última vez mediante la Ley 3/2010.
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II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Anteproyecto de Ley de Medidas 
Fiscales y de Fomento Económico en la 
Región de Murcia para el año 2012 consta 
de dos títulos, de los cuales el primero se 
compone de cinco artículos y el segundo 
se desagrega a su vez en dos capítulos 
formados cada uno de ellos por un solo 
artículo, así como cuatro disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias 
y cinco disposiciones finales.

El Anteproyecto se inicia con una 
exposición de motivos que describe en 
primer lugar su objetivo fundamental, 
complementar la Ley de Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia y reforzar el apoyo 
a la economía productiva mediante una 
serie de modificaciones tributarias. Segui-
damente efectúa una síntesis del conteni-
do que propone cada uno de los artículos 
o disposiciones del Anteproyecto.

El Título I se dedica a la regulación 
de los tributos cedidos. El artículo 1 
afecta al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF). En su apar-
tado Uno modifica el artículo1, Uno, 
subapartados 1 y 2, del Decreto Legis-
lativo 1/2010, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de las Disposiciones 
Legales vigentes en la Región de Mur-
cia en materia de Tributos Cedidos, para 
incorporar a dicho texto la regulación ya 
aprobada mediante la Ley 4/2010, de 27 
diciembre, de Presupuestos Generales de 
la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia para el ejercicio 2011, en lo que 
concierne al porcentaje de deducción por 
inversión en vivienda habitual correspon-

diente al tramo autonómico. Es un 7,5% 
con carácter general que sube al 10% 
cuando las obras las emprenden personas 
con discapacidad.

El subapartado 2 incorpora a su 
vez al referido Decreto Legislativo la 
modificación que introdujo la Ley de 
Presupuestos Generales para el año 2011 
a la deducción propia por adquisición 
de vivienda por jóvenes menores de 36 
años pero la modifica. Por un lado, eli-
mina la deducción general del 3% cuya 
aplicación no estaba sometida a ningún 
límite de base imponible. Y por otro 
mantiene el 5% de deducción si bien 
establece que solo se podrán acoger a él 
los sujetos pasivos cuya base imponible 
general sea 24.107,2 euros como máximo 
(el Decreto Legislativo fijaba una base 
imponible general menos el mínimo 
personal y familiar de 26.620 euros y la 
Ley de Presupuestos redujo esta cantidad 
a 24.107,2), sin la referida minoración, 
y sin variar que la base imponible del 
ahorro no puede superar 1.800 euros.

El apartado Dos del artículo 1 del 
Anteproyecto añade un nuevo apartado 
seis al referido artículo uno del Decreto 
Legislativo 1/2010. Crea una deducción 
en la cuota íntegra autonómica del IRPF 
para el fomento de la autoempleo de jóve-
nes menores de hasta 35 años en situación 
legal de desempleo, por importe de 300 
euros. Será aplicable por las personas en 
esas situaciones si causan alta por primera 
vez en el Censo de Empresarios, Profe-
sionales y Retenedores y se mantienen 
al menos un año en dicho Censo, ejerzan 
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su actividad principalmente en el terri-
torio de la CARM y de forma personal, 
habitual y directa, y que dicha actividad 
constituya su principal fuente de renta a 
partir de la fecha de alta.

El apartado Tres modifica el artícu-
lo 2 del Decreto Legislativo 1/2010 para 
incorporar al mismo la tarifa autonómica 
del IRPF que fue aprobada por el artículo 
54 de la Ley 4/2010, que cambiaba su 
vez la regulada por el artículo único de 
la Ley 2/2010 estableciendo una escala 
progresiva que coincidía con la fijada por 
el Estado con carácter supletorio. Con la 
Ley 4/2010 se crearon dos tramos de base 
imponible adicionales de tal forma que 
entre 120.000 y 175.000 euros se eleva 
el tipo de porcentaje marginal aplicable 
un punto porcentual, hasta el 22,50%, y 
a partir de 175.000 euros sube al 23,50%.

El artículo 2 del Anteproyecto 
afecta al Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (ISD). En su apartado Uno 
modifica el artículo cuatro, apartado Dos, 
del Decreto Legislativo 1/2010, referido 
a la reducción por donación de vivienda 
habitual o cantidad en metálico destinada 
a su adquisición. No altera el porcentaje 
de reducción aplicable ni tampoco los 
grupos de parentesco que podrán acoger-
se a la misma así como el límite máximo 
del valor real del inmueble o cantidad 
donada por debajo del cual se puede 
ejercer la reducción. Pero introduce un 
nuevo criterio restrictivo: el patrimonio 
preexistente del donatario no puede ser 
superior a 402.678,11 euros y la renta 
familiar debe ser inferior a cuatro veces 
el IPREM. Además exige que la donación 
se formalice en escritura pública, frente al 
requisito de documento público vigente 

hasta ahora; que en ella se manifieste de 
forma expresa que la vivienda donada 
se destina a su vivienda habitual o que 
las cantidades donadas se destinarán a la 
adquisición o construcción de la misma; 
y también que la vivienda se mantenga 
en el patrimonio del donatario durante 
los cinco años siguientes a su adquisición 
o construcción salvo en caso de falleci-
miento durante ese plazo, sin que puedan 
transmitirse facultades de dominio ni 
partes indivisas de la misma.

El apartado Dos del artículo 2 del 
Anteproyecto modifica el punto 6 y añade 
un nuevo punto 8 al artículo 4, apartado 
Cuatro, del Decreto Legislativo 1/2010, 
referido a la reducción por donación de 
solar con destino a la construcción de 
vivienda habitual. Las modificaciones 
que introduce son las mismas que las del 
apartado Uno precedente.

El artículo 3 se refiere al Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Ac-
tos Jurídicos Documentados (ITPAJD). 
En su apartado Uno modifica el artículo 
5, punto 6, subapartado a), del Decreto 
Legislativo 1/2010. Manteniendo el tipo 
de gravamen del 3% para las transmisio-
nes de bienes inmuebles radicadas en la 
Región de Murcia por parte de sujetos 
pasivos de edad inferior o igual a 35 años, 
así como otros límites de base imponible 
y del valor real de la vivienda, con la 
nueva redacción se exige que el destino 
de vivienda habitual se haga constar ex-
presamente en el documento público que 
formalice la adquisición.

El apartado Dos cambia el artículo 
6, apartado 5, subapartado a), del Decreto 
Legislativo 1/2010, que afecta al tipo de 
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gravamen reducido que en la modali-
dad de actos jurídicos documentados se 
aplican los sujetos pasivos de 35 años 
o menores, en caso de primeras copias 
de escrituras públicas que documenten 
préstamos hipotecarios, tanto de nueva 
constitución como subrogación con am-
pliación, destinados a la financiación de 
la adquisición de viviendas. La modifica-
ción que introduce es igual a la expuesta 
en el apartado Uno anterior.

El apartado Tres varía el artículo 
6 del Decreto Legislativo 1/2010 para 
añadir el apartado 9, por el que reduce 
hasta el 0,5% el tipo de tributación de los 
documentos notariales a que se refiere el 
artículo 31.2 del Texto Refundido de la 
Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, en el caso de primeras copias 
de escrituras públicas que documenten 
la adquisición de inmuebles por parte 
de contribuyentes que realicen activi-
dades económicas sujetas al IRPF o al 
Impuesto de Sociedades y que se desti-
nen a ser su domicilio fiscal o centro de 
trabajo. Se condiciona al cumplimiento 
de determinados requisitos (adquisición 
financiada con recursos ajenos, no aplica-
ble a operaciones que hayan sido objeto 
de renuncia o exención en IVA o, si son 
personas jurídicas, si más de la mitad del 
activo está constituido por valores o no 
está afecto a actividades empresariales 
o profesionales). Y se hará constar en el 
documento público la finalidad de desti-
narla a sede del domicilio fiscal o centro 
de trabajo del adquirente.

El artículo 4 afecta a la tributación 
sobre el juego. En general, traslada al 

Texto Refundido que regula los tributos 
cedidos a la Región las modificaciones 
introducidas en la Ley General de Presu-
puestos para el año 2011 salvo en lo que 
concierne al juego del bingo tradicional, 
cuya base imponible y tipo tributario 
experimentan un importante cambio.

El apartado Uno modifica el artículo 
9, apartado 1, del Decreto Legislativo 
1/2010, regulador de los tipos tributa-
rios y cuotas fijas de los tributos sobre 
el juego. La alteración más relevante 
afecta el juego del bingo tradicional, que 
actualmente tributa al tipo del 18% sobre 
el valor facial de los cartones (el importe 
total de cada cartón). El Anteproyecto 
propone tres tramos de tributación en 
función de la suma acumulada que repre-
senten los valores faciales de los cartones 
adquiridos desde el 1 de enero de cada 
año: de cero a 7,5 millones de euros, al 
que se le aplicaría un tipo del 40%; de 
más de 7,5 a 15 millones de euros, cuyo 
tipo sería 50%; y más de 15 millones de 
euros al que le correspondería un 55%. 
Pero en el apartado Dos varía a su vez 
la base imponible de tal forma que ven-
drá determinada por el importe del valor 
facial de los cartones adquiridos des-
contada la cantidad destinada a premios 
(actualmente un 67% que el Anteproyecto 
propone elevar al 70% en la Disposición 
Final Tercera), cuando actualmente es el 
valor facial.

Además, incorpora al Decreto Le-
gislativo la tributación de las apuestas 
implementada en la Ley de Presupuestos 
Generales de la CARM para el año 2011. 

El apartado Dos modifica el artículo 
9, apartado dos, del Decreto Legislativo 
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1/2010, mediante el que se regula la 
base imponible de los tributos sobre el 
juego. El cambio más importante es el 
ya mencionado sobre el bingo tradicional 
pero a su vez añade el procedimiento 
para determinar la base imponible en las 
apuestas, cuya regulación se introdujo 
en la Ley 4/2010, y la exigencia de que 
en las modalidades electrónicas de bingo 
el sujeto pasivo disponga de un sistema 
informático que permita a la Consejería 
competente el control telemático de la 
gestión y el pago de la tasa fiscal corres-
pondiente.

El apartado Tres añade dos subapar-
tados 5 y 6 al artículo 9, apartado tres, del 
Decreto Legislativo 17 2010, regulador 
del devengo de tales tributos. Establece 
que la tasa fiscal sobre el juego del bingo 
en la modalidad tradicional se devenga en 
el momento de suministrar los cartones al 
sujeto pasivo. Y en las apuestas se deven-
ga la tasa cuando se celebren u organice.

El apartado Cuatro modifica el 
artículo 9, apartado cuarto, del Decreto 
Legislativo 1/2010, referido a gestión y 
recaudación, para regular el pago de las 
tasas en el juego del bingo y las apuestas. 
Respecto al bingo tradicional, determina 
que la tasa fiscal se pagará con carácter 
previo a la adquisición de los cartones. 
En su modalidad electrónica, obliga a 
las empresas titulares a ingresar una 
autoliquidación trimestral por cada sala 
que tengan autorizada, comprensiva de 
todos los terminales instalados, cuyo abo-
no se efectuará en los 20 días naturales 
siguientes a la finalización de cada uno 
de los trimestres naturales del año. Y en 
cuanto a las rifas, tómbola, apuestas y 

combinaciones aleatorias, obliga a los 
sujetos pasivos a practicar la liquidación 
de la tasa de acuerdo a un modelo de 
declaración-liquidación, tramitación y 
plazos de ingreso cuya aprobación autori-
za a la Consejería competente en materia 
de Hacienda.

El artículo 5 del Anteproyecto 
incorpora un nuevo artículo 9.bis al De-
creto Legislativo 1/2010 para trasladar 
al mismo la creación del Impuesto sobre 
las Ventas Minoristas de Determinados 
Hidrocarburos, que fue aprobado por el 
artículo 56 de la Ley 4/2010. El tipo de 
gravamen autonómico asciende, por cada 
1.000 litros, a 24 euros en las gasolinas; 
12 euros en gasóleo de uso general; 6 
euros en gasóleo de usos especiales y 
de calefacción; 24 euros si se trata de 
queroseno; y un euro por tonelada en el 
fuelóleo.

El Título II del Anteproyecto afecta 
a los tributos propios de la CARM. En 
su capítulo I, que consta del artículo 6, 
crea un nuevo impuesto medioambiental 
denominado Instalaciones que incidan 
en el Medio Ambiente de la Región de 
Murcia. Grava la incidencia, alteración 
o riesgo de deterioro que sobre el medio 
ambiente ocasiona la realización de las 
actividades de producción, almacenaje 
o transformación de energía eléctrica, 
a través de las instalaciones y demás 
elementos patrimoniales afectos a las 
mismas, con el fin de compensar a la 
sociedad el coste que soporta y frenar el 
deterioro del entorno natural, promovien-
do simultáneamente el fomento de las 
energías renovables o limpias. El hecho 
imponible lo constituye la realización 
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por el sujeto pasivo de cualquiera de las 
actividades de producción, almacenaje 
o transformación de energía eléctrica, 
aunque son supuestos de no sujeción 
las dedicadas al autoconsumo así como 
la producción de energía solar o eólica 
salvo que éstas alteren de modo grave 
y evidente el medio ambiente. La base 
imponible estará constituida por la pro-
ducción bruta media de los tres últimos 
ejercicios expresada en kilovatios-hora. 
La cuota tributaria será el resultado de 
multiplicar la base imponible por 0,0018 
euros. Establece a su vez la prohibición 
expresa de repercutir el Impuesto a los 
consumidores y exige que los ingresos 
procedentes de este tributo se destinen 
a medidas y programas que reduzcan la 
contaminación y favorezcan el medio 
ambiente.

El capítulo II se compone del artí-
culo 7 y modifica el Decreto Legislativo 
1/2004, de 9 julio, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley de Tasas, 
Precios Públicos y Contribuciones Es-
peciales.

En su apartado Uno crea nuevas 
cuotas en la tasa “T110 Tasa por actua-
ciones en materia de Función Pública 
Regional”. Por un lado, por la convoca-
toria y realización de pruebas selectivas 
para integración funcionarial, promoción 
interna, racionalización administrativa e 
ingreso en la Función Pública Regional 
de personal docente no universitario, por 
importe de 75,56 euros en el subgrupo 
A1 del grupo A, y de 67,96 euros en el 
subgrupo A2 de dicho grupo. Y por la 
convocatoria y desarrollo del procedi-
miento ordinario y del procedimiento de 

urgencia para la selección de personal 
interino y laboral temporal de la Admi-
nistración Pública Regional de personal 
docente no universitario, en cuyo caso los 
importes ascienden a 36,30 euros y 28,78 
euros respectivamente en cada uno de los 
subgrupos referidos.

En el apartado Dos se modifica 
el apartado dos del artículo 4 de la 
tasa “T140 Tasa por la expedición de 
documentos que acrediten aptitud o ca-
pacidad para el ejercicio de actividades 
reglamentarias en materia de industrias, 
sus renovaciones y prórrogas”. Cambia 
la redacción de una de sus cuotas para 
comprender la “expedición de carnes 
profesionales, certificados de habilitación 
profesional o cualquier otro título y su 
renovación”, frente a la de “expedición 
del título correspondiente a su renova-
ción” que figura en la normativa vigente.

En el apartado Tres crea una nueva 
tasa, la “T171 Tasa por expedición y re-
novación del título de familia numerosa”. 
Constituye el hecho imponible la realiza-
ción de las actuaciones administrativas 
que permitan la expedición de dicho título 
o su renovación, así como las necesarias 
para la obtención de copia del mismo o 
cualquier otra necesaria para la certifi-
cación de algún aspecto relacionado con 
la condición de Familia Numerosa. Es 
sujeto pasivo la persona solicitante, se 
devenga la tasa en el momento de pre-
sentar la solicitud y las cuotas ascienden 
a 25 euros por la expedición de títulos 
y certificados en los casos de categoría 
especial, 15 euros en la categoría general, 
10 euros los certificados y renovación, y 
4 euros por la expedición de duplicados.
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En el apartado Cuatro se crea la 
tasa “T172 Tasa por solicitud de re-
conocimiento o revisión de grado de 
dependencia”. Su hecho imponible es la 
solicitud de reconocimiento o revisión de 
dicho grado al amparo de lo establecido 
en la Ley 39/2006, siendo sujeto pasivo 
quienes soliciten dicho reconocimiento 
o revisión del grado de dependencia. La 
tasa se devenga en el momento de pre-
sentar la solicitud y su pago, mediante 
autoliquidación, importa 30 euros.

En el apartado Cinco se crea la tasa 
“T173 Tasa por solicitud de reconoci-
miento, revisión o certificación de grado 
de discapacidad”. Sus características 
generales son idénticas a las de la tasa 
anterior salvo en que esta discapacidad se 
solicita al amparo del RD 1971/1999, y 
en que la cuota es 20 euros por solicitud 
de reconocimiento o revisión y 10 euros 
por solicitud de certificación del grado 
de discapacidad.

En el apartado Seis se da una nueva 
redacción a la Sección Primera del artícu-
lo cuatro de la tasa “T210 Tasa por actua-
ciones, licencias, permisos y autorizacio-
nes en materia de actividades cinegéticas 
y piscícolas en aguas continentales”. La 
modificación más importante consiste en 
el incremento de las cuotas un 26,7% en 
los casos de expedición de licencias de 
caza de las clases básicas G y S. Salvo 
alguna leve restructuración técnica en la 
denominación de los hechos imponibles, 
la tarifa del resto de actividades gravadas 
aumenta un 2%.

En el apartado Siete se establecen 
dos nuevas cuotas en el apartado 2 del 
artículo 4 de la tasa “T310 Tasa por ac-

tuaciones administrativas sobre apuestas 
y juegos de suerte, envite o azar”. Por la 
expedición de duplicados de guías y por 
la baja definitiva de máquinas recreativas, 
cuyo importe es 8,55 euros en ambas.

En el apartado Ocho se alteran 
las cuotas de la tasa “T610 Tasas por la 
ordenación de actividades e instalacio-
nes industriales y energéticas “. Por un 
lado, en el apartado 1 del artículo 4 se 
introduce un nuevo epígrafe mediante el 
que se grava la presentación de declara-
ción responsable y documentación anual 
de empresas de servicio a la actividad 
industrial para su inscripción en el Re-
gistro integrado industrial, por importe 
de 37,31 euros. A su vez, se modifica el 
apartado 3, Ordenación de las instalacio-
nes de producción de energía eléctrica 
acogidas a régimen especial, reduciendo 
a dos tramos (hasta 100 kw y de este a 
50 Mw) la cuota por las actuaciones para 
su autorización en las instalaciones tipos 
b.1 y b.2, y elevando considerablemente 
el importe en instalaciones de otro tipo. 
Asimismo, se introducen tres nuevos 
apartados mediante los que se imponen 
cuotas por autorizar aplicación de segu-
ridad equivalente o de excepción para 
instalación eléctrica de baja tensión por 
importe de 60,64 euros, la expedición de 
certificaciones catastrales en la cuantía de 
7,84 euros, y por autorización de funcio-
namiento e inscripción en el registro de 
instalaciones radioctivas de segunda y 
tercera categoría en la cantidad de 131,30 
euros excepto si son de rayos X con fines 
médicos cuya cuota queda en 53,17 euros.

En el apartado Nueve se da nueva 
redacción a la tasa “T630 Tasa por diri-
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gencia de certificados de instalaciones 
sujetas a seguridad industrial”. Esta tasa 
viene a sustituir al boletín de instalación 
cuya autorización era precisa en los casos 
de conexiones eléctricas, de gas y de agua 
en las viviendas. El hecho imponible de 
la tasa modificada lo constituyen las ac-
tuaciones administrativas necesarias para 
emitir la certificación de instalaciones de 
suministro de agua, de instalaciones de 
gas, de reconocimiento de instalaciones 
eléctricas de baja tensión y de certificados 
de revisión periódica de instalaciones 
eléctricas de alta tensión. Es sujeto pasivo 
el solicitante y el devengo se produce en 
el momento de presentación de la soli-
citud o de ejecución de las actuaciones 
sujetas. La cuota asciende a 7,83 euros 
por cada diligencia de certificado que se 
emita independientemente del tipo de 
instalación. Se establece una bonificación 
de 50% cuando la transmisión de las 
actuaciones administrativas se realice de 
forma telemática.

En el apartado Diez se modifican el 
devengo y la cuota de la tasa “T650 Tasa 
por la autorización de explotaciones y 
aprovechamientos de recursos mineros”. 
La fecha de devengo se limita al mo-
mento de la presentación de la solicitud 
cuando la normativa vigente permite que 
sea también el momento de la realización 
de las actuaciones sujetas. Y la cuota pasa 
de 524,73 euros a 4.500.

En el apartado Once se añade un 
nuevo párrafo en la cuota de la tasa “T651 
Tasa por la tramitación de permisos de 
exploración e investigación y concesiones 
administrativas de explotación”, mediante 
el que se establece una cuota reducida del 

50% en los casos de renuncias parciales 
de las solicitudes de permisos y conce-
siones objeto de gravamen.

En el apartado Doce se modifican 
las cuotas de la tasa “T652 Tasas por 
la expedición de informes técnicos y la 
realización de actuaciones de carácter 
facultativo en el ámbito minero”.En gene-
ral, las actividades gravables acrecientan 
sus cuotas entre un 96% y un 100%. Es 
una excepción la emisión de informes 
técnicos y otras actuaciones, cuya alza es 
un 55% aproximadamente, y el cambio de 
titularidad de derechos mineros al que se 
impone una cuota de 1.800 euros frente a 
53,88 euros que corresponde actualmente 
al estar encuadrado dicho supuesto dentro 
del genérico “cambios de titularidad de 
expedientes mineros”.

En el apartado Trece se modifica 
la cuota de la tasa “”T690 Tasa por la 
tramitación de licencia comercial autonó-
mica”. Por un lado, se varía la redacción 
en los casos de instalación o apertura de 
establecimientos comerciales para exigir 
la tasa de la instalación cuya autorización 
se solicita (actualmente se requiere que 
sea autorizada). Y en los casos de am-
pliación limita la exigencia de la tasa a 
los metros cuadrados de superficie útil de 
exposición y venta que se amplía cuando 
la redacción actual hace referencia al toda 
la superficie útil de exposición y venta.

En el apartado Catorce se modi-
fican los artículos 10 y 11, Régimen de 
liquidación de ingreso y de registro, de 
la tasa “T820 Tasa por inspecciones y 
controles sanitarios de animales y sus 
productos”, y se crea un nuevo artículo 
15 denominado Exacción de las cuotas 
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complementarias por disposición del 
servicio. A través de la modificación del 
artículo 10 se elimina el requerimiento 
de que las liquidaciones de la tasa sean 
emitidas y notificadas por la Consejería 
competente. Mediante el artículo 11 se 
elimina la obligación de que conste el 
registro de las repercusiones, con indi-
cación expresa de la persona repercuti-
da, cuando se produce el sacrificio de 
animales. Y el nuevo artículo 15 declara 
no exigibles las cuotas complementarias 
establecidas en el artículo 16 del Texto 
Refundido de Tasas, Precios Públicos y 
Contribuciones Especiales cuando las 
actividades que constituyen el hecho 
imponible se realicen íntegramente dentro 
del horario planificado y comunicado al 
órgano competente en materia de Salud 
Pública.

En el apartado Quince se introduce 
una nueva exención en la tasa “T960 Tasa 
por convocatoria y realización de pruebas 
de las Enseñanzas de Idiomas, Deporti-
vas y Artísticas de Régimen Especial”, 
para incluir a los alumnos de cuarto de 
Educación Secundaria Obligatoria o de 
Segundo de Bachillerato de los progra-
mas de Secciones Bilingües en el curso de 
inscripción en la prueba de certificación.

En el apartado Dieciséis se modifica 
el anexo primero del Texto Refundido, 
denominado Clasificación y Catálogo de 
Tasas, para incorporar en el grupo 1 las 
tasas nuevas que crea el Anteproyecto 
(T171, T172 y T173), y el cambio de 
denominación de la tasa T630.

En la Disposición Adicional Prime-
ra se establece una reducción del 15% 
en cada una de las cuotas trimestrales 

de la Tasa Fiscal sobre el Juego, a los 
casinos que durante los años 2011 y 2012 
mantengan la plantilla de trabajadores en 
términos de personas/año definida esta 
según determina la normativa laboral.

La Disposición Adicional Segunda 
permite, excepcionalmente para el año 
2012, que los sujetos pasivos puedan 
situar un 8% como máximo de máquinas 
de tipo B que tengan autorizadas en situa-
ción de baja temporal, dada la situación 
de la demanda, pagando por estas má-
quinas trimestralmente el 25% de la tasa 
aplicable. A su vez, podrán situar un 7% 
adicional en dicha situación siempre que 
durante los años 2011 y 2012 mantengan 
la plantilla de trabajadores en los mismos 
términos que en el caso anterior.

La Disposición Adicional Tercera 
establece que podrán homologarse e 
inscribirse modelos de máquinas de tipo 
B de instalación exclusiva en Salones de 
Juego, de los previstos en los artículos 8 
y 9 del Reglamento de Máquinas Recrea-
tivas y de Azar, cumpliendo los siguien-
tes requisitos: a) 20 céntimos de precio 
máximo por apuesta, pudiéndose realizar 
hasta 30 puestas simultáneas en una par-
tida por cada jugador; b) porcentaje de 
devolución de premios no inferior al 80% 
de las apuestas realizadas, aunque, sin 
perjuicio de lo anterior, el precio máximo 
que puede otorgar cada máquina no será 
en ningún caso superior a 1.000 veces 
el valor de lo apostado en la partida; c) 
duración media de la partida no inferior 
a tres segundos sin que puedan realizarse 
más de 600 partidas en 30 minutos; y d) 
posibilidad de que el juego se desarro-
lle mediante la utilización de pantallas 
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controladas por señal de video o sistema 
similar. A su vez, se regula el sistema 
para el desarrollo del juego indicando los 
elementos y funciones que debe contener. 
Permite la inscripción de dispositivos 
opcionales de tal forma que mediante la 
interconexión de las máquinas tipo B de 
instalación exclusiva en salones de juego 
se puedan formar bolsas de premios por la 
acumulación sucesiva de una parte de las 
cantidades apostadas, si bien el número 
mínimo de máquinas interconectadas 
será de tres y el premio máximo inter-
conectado no podrá exceder de 18.000 
euros. Serán nueve máquinas de este tipo 
como máximo las que se podrán instalar 
en aquellos Salones donde se encuentren 
instaladas 15 o más máquinas de tipo 
B y de instalación exclusiva en salones 
de juego y salas de bingo. Y seis en el 
caso de que no lleguen a 15. Se exige 
que exista un servicio de recepción a la 
entrada de acceso a la zona reservada a 
estas máquinas, en el que se requerirá la 
identificación de los visitantes al objeto 
de comprobar su mayoría de edad y su 
inscripción o no en el registro de juga-
dores con el acceso prohibido.

La Disposición Adicional Cuarta 
regula el régimen jurídico de los denomi-
nados Proyectos Estratégicos, definidos 
como aquellas inversiones con interés 
estratégico regional por su contribución 
al desarrollo económico, social y terri-
torial de la CARM. Su determinación 
corresponde a la Comisión Delegada 
del Consejo de Gobierno para Asuntos 
Económicos, y el requisito fundamental 
para ello es su especial incidencia en la 
generación de riqueza y empleo. Los 
promotores del proyecto deberán soli-

citar de forma motivada tal declaración 
mediante una memoria justificativa en la 
que se deberá identificar a los promotores, 
describir las características generales del 
proyecto, presentar un estudio de viabi-
lidad económico-financiera y ambiental, 
analizar y valorar su impacto económico 
y estimar el nivel de generación de em-
pleo. Los efectos de la declaración como 
Proyecto Estratégico consisten básica-
mente en otorgarle un carácter prioritario 
y urgente para toda la Administración 
Pública Regional orientada básicamente 
a agilizar su implantación y puesta en 
marcha. Y en la reducción a la mitad de 
los plazos ordinarios de tramitación (se 
exceptúa los relativos a la presentación de 
solicitudes y recursos, los procedimientos 
de concurrencia competitiva en los de 
naturaleza fiscal); también los relativos 
al planeamiento urbanístico cuando ten-
gan por objeto obras e instalaciones al 
igual que el otorgamiento de licencias 
necesarias para la ejecución, apertura 
o funcionamiento de dichas obras e 
instalaciones; en los procedimientos 
medioambientales, sin perjuicio de los 
plazos que establece la legislación básica 
del Estado y europea; así como en las 
tramitaciones de licencias e informes de 
las Corporaciones Locales regulados por 
las leyes regionales. Además, lleva implí-
cita la declaración de utilidad pública y 
la necesidad de urgente ocupación a los 
efectos de expropiación forzosa.

La Disposición Transitoria Única 
permite a los contribuyentes que aplica-
ron las deducciones autonómicas en el 
IRPF por adquisición o rehabilitación de 
vivienda establecidas para los ejercicios 
1998, 1999 y 2000 aplicar una reducción 
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del 2% de las cantidades satisfechas en 
el ejercicio por la adquisición o rehabi-
litación de la vivienda que constituya o 
vaya a constituir la vivienda habitual del 
contribuyente siempre que, en el primer 
caso, se trate de viviendas de nueva cons-
trucción. Ese porcentaje será del 3% si la 
base imponible general menos el mínimo 
personal y familiar es inferior a 24.200 
euros y la base imponible del ahorro no 
supera 1.800 euros. Los contribuyentes 
que aplicaron las deducciones autonó-
micas por adquisición de vivienda para 
jóvenes establecidas para los ejercicios 
2001, 2003, y desde 2005 inclusive a 
2011 podrán aplicarse las deducciones 
establecidas en el artículo 1.Uno del 
Anteproyecto.

La Disposición Final Primera mo-
difica el apartado a) del número 1 corres-
pondiente al artículo 3 de la Ley 8/1996, 
de creación del Organismo Autónomo 
Agencia Regional de Recaudación. Am-
plía la redacción actual, que atribuye a di-
cho Organismo la gestión recaudatoria en 
periodo ejecutivo de todos los derechos 
económicos reconocidos y contraídos a 
favor de la CARM, añadiendo que dicha 
gestión comprende la iniciación, tramita-
ción y resolución de los procedimientos 
frente a responsables y sucesores, siempre 
que la declaración de responsabilidad, el 
fallecimiento del deudor principal o la 
disolución y liquidación de la sociedad 
o entidad, no se haya producido con 
anterioridad al vencimiento del periodo 
voluntario de pago de la deuda.

La Disposición Final Segunda 
cambia los apartados 1 y 2 del artículo 
21 de la Ley de Hacienda de la Región 

de Murcia para reducir de cinco a cuatro 
años el plazo de prescripción del derecho 
de la Hacienda Regional al reconocimien-
to o liquidación de créditos a su favor, 
al cobro de los créditos reconocidos o 
liquidados y de las multas impuestas por 
cualquier órgano de la Administración 
Pública de la Región de Murcia.

La Disposición Final Tercera modi-
fica los anexos I y II del Reglamento del 
Juego del Bingo, reguladores de la dota-
ción y cuantía de los premios respectiva-
mente. La cantidad a distribuir en cada 
partida se eleva tres puntos porcentuales 
y se fija en el 70%. Al premio de Línea se 
dedica el 7,585% (7,447% actualmente); 
al premio de Bingo el 53,372% (53,192% 
ahora); y a la Bolsa Acumulada el 9,043% 
frente al 6,361% que se aplica con la 
normativa actual. En lo que concierne a 
la cuantía de los premios, se mantiene la 
prima, cuyo importe oscila entre 100 y 
1.500 euros en fracciones de 100 euros. 
Se modifica el premio del bingo extra, 
actualmente 2.000 euros cuando el orden 
de extracción de la bola que complete el 
bingo sea la 50 o anterior, para estable-
cerlo en un importe que puede oscilar 
desde 100 a 2.000 euros, en fracciones 
de 100 euros, sin modificar el orden de 
extracción de la bola referido. Y en el 
bingo acumulado se impone un tope de 
3.000 euros a la dotación del premio, 
ahora inexistente.

 

La Disposición Final Cuarta prorro-
ga durante la totalidad del ejercicio 2012 
la autorización al Consejo de Gobierno, 
concedida en la Ley 13/2009, para la 
elaboración y aprobación de un texto 
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refundido de las disposiciones legales 
vigentes aprobadas por la CARM en 
materia de tributos propios.

La Disposición Final Quinta deter-
mina que la entrada en vigor de la norma 
será el día uno de enero de 2012.

III. OBSERVACIONES

A)	De carácter general
El Anteproyecto de Ley de Medi-

das Fiscales y de Fomento Económico 
en la Región de Murcia para el año 
2012 (en lo sucesivo, el Anteproyecto) 
mantiene la práctica iniciada en el año 
1997, solamente interrumpida en 2003, 
consistente en elaborar una disposición 
legislativa complementaria a la anual 
Ley de Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia mediante la que se incorporan 
modificaciones tributarias que no afectan 
directamente a la previsión de ingresos y 
gastos. Fue una iniciativa surgida tras los 
pronunciamientos de la doctrina consti-
tucional y del Consejo Jurídico de la Re-
gión de Murcia, los cuales dictaminaron 
que la ley presupuestaria debe legislar 
estrictamente sobre contenidos directa-
mente vinculados con las previsiones de 
ingresos y gastos o con las directrices de 
política económica que se establecen en 
ella. Otros elementos de la configuración 
de los tributos o de su gestión recauda-
toria requieren una ley independiente, 
que habitualmente se tramita de forma 
casi simultánea a la de los Presupuestos 
Generales, generalmente conocida como 
“ley de acompañamiento”.

Las propuestas que introduce el 
Anteproyecto afectan a determinados 
tributos cedidos total o parcialmente a 

la CARM, concretamente el IRPF, el 
Impuesto sobre sucesiones y donaciones, 
el Impuesto sobre transmisiones patrimo-
niales y actos jurídicos documentados, 
los tributos sobre el juego y el Impuesto 
sobre las ventas minoristas de determina-
dos hidrocarburos. También a los tribu-
tos propios. Por un lado crea un nuevo 
impuesto medioambiental, el Impuesto 
sobre instalaciones que incidan en el 
medio ambiente de la Región de Murcia, 
y por otro modifica el conjunto de las 
tasas regionales para variar determinados 
elementos tributarios de algunas de ellas 
e instaurar otras nuevas. Asimismo, en 
las disposiciones adicionales, transitorias 
y finales se introduce diversos cambios a 
otras disposiciones que regulan la norma-
tiva de determinados juegos, el régimen 
de la deducción en el IRPF por adquisi-
ción de vivienda de los años anteriores, el 
plazo de prescripción de ciertos derechos 
de cobro de la Hacienda Regional y la 
ley reguladora de la Agencia Regional 
de Recaudación. Supone una novedad el 
régimen jurídico que establece para los 
denominados Proyectos Estratégicos en 
el ámbito de nuestra Comunidad.

Aunque aparentemente el Antepro-
yecto tiene un contenido amplio debe 
señalarse, sin embargo, que gran parte de 
la normativa no supone variaciones en el 
sistema tributario de la Región. La causa 
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se encuentra en que una parte sustancial 
del mismo traslada al Texto Refundido de 
las Disposiciones Legales vigentes en la 
Región de Murcia en materia de Tributos 
Cedidos, el Decreto Legislativo 1/2010, 
de 5 de noviembre, regulación implantada 
desde el pasado uno de enero, cuando 
entró en vigor la Ley 4/2010, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
de la CARM para el año 2011, que la 
aprobó. Esta Ley modificó la normativa 
autonómica del Impuesto sobre la renta 
de las personas físicas. Por un lado, en 
la deducción por inversión en la vivienda 
habitual por contribuyentes de hasta 35 
años de edad se redujo ligeramente la 
cantidad máxima de base imponible que 
permite aplicar el porcentaje más elevado 
del 5%, para igualarla a la fijada por la 
ley estatal. Por otro, se cambió la cuota 
autonómica para acentuar su progresivi-
dad creando dos nuevos tramos para las 
bases liquidables que superan los 120.000 
euros y tipos impositivos marginales has-
ta dos puntos porcentuales más elevados 
que en la normativa estatal, aplicable 
con carácter supletorio. También incidió 
la Ley referida en los Tributos sobre el 
Juego. Estableció deducciones del 10% 
en las tasas trimestrales del bingo y man-
tuvo la de casinos de juego, aprobada un 
año antes, vinculadas al mantenimiento 
del empleo durante los años 2010 y 
2011, y bajó la tributación de las má-
quinas tipos B y C cuando permiten la 
intervención de dos o más jugadores de 
forma simultánea y el juego de cada uno 
de ellos es independiente del realizado 
por los otros jugadores. Además, la Ley 
de Presupuestos creó el Impuesto sobre 
las ventas minoristas de determinados 

hidrocarburos, que grava la gasolina, el 
gasóleo y otros derivados del petróleo en 
cantidades que llegan hasta veinticuatro 
céntimos de euro por litro. Cambios todos 
ellos que, por tanto, quedaron al margen 
del Dictamen emitido por este Consejo 
al anteproyecto de la que posteriormente 
fue la Ley 3/2010, de 27 diciembre, de 
modificación de la regulación de algunos 
de los tributos propios de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia. No 
deja de resultar sorprendente, puesto que 
finalmente ambas leyes fueron aprobadas 
por la Asamblea Regional el mismo día, 
aun cuando la causa pudiera encontrarse 
en la voluntad del Gobierno Regional 
de introducir cambios urgentes, una vez 
aquella ley de acompañamiento hubiera 
iniciado su tramitación, a causa de la 
situación económica de aquel momento.

Los Dictámenes que el Consejo Eco-
nómico y Social de la Región de Murcia 
(CESRM) ha realizado anualmente a los 
Anteproyectos de las correspondientes 
leyes de acompañamiento que han sido 
aprobadas durante los últimos ejercicios 
han permitido valorar con la suficiente 
amplitud la oportunidad de estas dispo-
siciones legislativas. En síntesis, para no 
reiterar la argumentación expuesta, se ha 
compartido su oportunidad y su progre-
sivo acercamiento al estricto contenido 
que deben reunir tales disposiciones 
según la doctrina emanada del Tribunal 
Constitucional y del Consejo Jurídico 
de la Región de Murcia. Una valoración 
favorable que en este aspecto merece 
igualmente el Anteproyecto.

Pero también ha de mantener el 
Consejo otras observaciones de tipo 
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formal que ha venido expresando en 
tales Dictámenes. Una de ellas se refiere 
a la escasa participación, en el proceso 
de elaboración del Anteproyecto, de los 
sectores directamente afectados por la 
norma que se elabora a través de sus 
asociaciones representativas, así como de 
las Consejerías con competencias directas 
o indirectas en algunas de las materias 
que se regulan. Sucede de nuevo en el 
Anteproyecto. Por la naturaleza de los tri-
butos afectados, anteriormente referidos, 
hubiera sido conveniente que hubiesen 
sido consultadas todas las organizacio-
nes representativas de los consumidores, 
asociaciones de afectados por el juego o 
ludopatías, organizaciones ecologistas o 
de carácter medioambiental, asociaciones 
empresariales representativas del juego, 
colegios profesionales relacionados con 
la actividad económica o el medio am-
biente, el Consejo Asesor Regional de 
Medio Ambiente, etc. 

En el expediente del Anteproyecto 
consta solo la solicitud de informe sobre 
el contenido de la disposición adicional 
tercera, mediante la que se homologa e 
inscribe una nueva máquina de tipo B de 
instalación exclusiva en salones de juego, 
a la Unión de Consumidores de Murcia 
y a la Consejería de Sanidad y Política 
Social con un escrito de la Directora Ge-
neral de Tributos de fecha 16 septiembre, 
otorgando un plazo de 15 días. La primera 
fue notificada el día 21 septiembre. La 
segunda se desconoce pues no consta 
en el sello del registro de entrada de la 
Consejería. El expediente no incorpora 
la respuesta de UCE ni tampoco la de la 
Consejería, si bien no es descartable que 
la causa se encuentre en que no hubiera 

transcurrido el plazo exigido cuando el 
Anteproyecto ha entrado para Dictamen 
en el CESRM.

Se podría considerar que este trámite 
de consulta se ha cumplimentado a través 
del informe emitido por la Comisión del 
Juego y Apuestas de la Región de Murcia, 
de la cual forman parte como vocales con 
rango de director general un representante 
de cada una de las Consejerías competen-
tes en materia de turismo, urbanismo y 
salud pública, así como un representante 
de cada una de las asociaciones empre-
sariales representativas de los intereses 
de casinos de juego, bingos, máquinas 
recreativas y materiales de juego, dos 
representantes de los trabajadores del 
sector del juego nombrados por las orga-
nizaciones sindicales más representativas, 
un representante de las asociaciones 
de consumidores y un representante de 
asociaciones o entidades que tengan 
entre su finalidad la atención, asistencia 
o tratamiento de patologías asociadas a 
la adicción al juego. Sin embargo, en el 
expediente del Anteproyecto consta el 
acta número 4/11, correspondiente a la 
reunión celebrada el pasado 20 septiem-
bre, en cuyo orden del día solo figura 
la emisión de informe en relación con 
la disposición adicional tercera a la que 
anteriormente se ha hecho referencia. Y 
a esa Comisión no asistió ningún repre-
sentante de las Consejerías.

Pero, en cualquier caso, la regulación 
tributaria del Anteproyecto comprende 
mucho más que la disposición adicional 
tercera, por lo que considera el CESRM 
que el conjunto de las organizaciones o 
asociaciones susceptibles de ser consulta-
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das es notablemente superior al requerido, 
a tenor de lo expuesto anteriormente. Por 
tanto, otras cuestiones del Anteproyecto 
han quedado fuera del proceso de consul-
ta que habría sido necesario realizar para 
conocer la valoración de los directamente 
afectados por la norma, incluso en el pro-
pio ámbito del juego como posteriormen-
te se expondrá. Pero en lo que concierne 
estrictamente a la disposición adicional 
tercera y a otros cambios sobre el juego, 
habría sido muy interesante conocer la 
valoración de la Consejería de Sanidad 
y Política Social por la incidencia que 
pudieran tener en cuanto a su capacidad 
para fomentar la adicción al juego y las 
consecuencias económicas sobre los 
tratamientos.

El expediente del Anteproyecto 
contiene una Memoria en la que se ex-
plica de forma resumida la naturaleza 
y motivación que, a criterio del órgano 
proponente, justifica el contenido. Salvo 
la nueva regulación tributaria del bin-
go tradicional, sobre la que se volverá 
más adelante, describe adecuadamente 
el objetivo de las propuestas, lo que ha 
facilitado la valoración de este Consejo. 
Sin embargo, la Memoria Económica que 
igualmente acompaña dicho expediente 
vuelve, un año más, a ser manifiestamente 
mejorable. Incluso se observa una pérdida 
de información respecto a la realizada 
para la ley de acompañamiento que final-
mente entró en vigor en el año 2010. En 
lo que concierne a los tributos propios y 
cedidos, se utiliza de nuevo la estimación 
a tanto alzado para cuantificar el beneficio 
fiscal o crecimiento de recaudación que 
comportará la modificación que propone 
el Anteproyecto. Excepto en el nuevo 

impuesto medioambiental, no se describe 
la metodología o criterios empleados para 
llegar a las cantidades, lo que hubiera 
enriquecido la información y permitido 
una mejor apreciación de su alcance. La 
pérdida de información referida respecto 
al expediente correspondiente a la ley del 
año 2010 se justifica en que ésta al menos 
contenía también el número estimado de 
beneficiarios, por lo que permitía calcular 
siquiera el impacto medio por contribu-
yente de la modificación tributaria. Por 
tanto, el Consejo reitera la necesidad 
de que las Memorias Económicas de 
los anteproyectos de las leyes de acom-
pañamiento ofrezcan una información 
que supere la mera estimación a tanto 
alzado, que sea suficientemente amplia 
y detallada acerca del alcance de las 
modificaciones que introduce. Y que se 
elaboren y divulguen anualmente Memo-
rias Tributarias que permitan estudiar el 
impacto de los cambios fiscales introdu-
cidos en la Comunidad Autónoma. Sólo 
así se podrá valorar adecuadamente su 
eficiencia, adecuación e incidencia social 
y económica.

Una cuestión final en relación con 
los aspectos formales del expediente del 
Anteproyecto se refiere a la profunda 
reestructuración del sistema tributario 
del bingo tradicional, que comporta, al 
margen de otras cuestiones de gestión, la 
forma de determinar la base imponible, el 
tipo de gravamen aplicable, el porcentaje 
que se destina a premios en cada partida 
y la cuantía de los mismos. Es un cambio 
sustancial respecto a lo que ha sido el 
sistema histórico de tributación de este 
juego cuya conveniencia no queda jus-
tificada en el expediente. El Informe de 
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la Dirección General de Tributos indica 
simplemente que se ha procedido a una 
reformulación de la determinación de 
la cuota tributaria. Ninguna mención se 
encuentra en el informe de la Secretaría 
General de la Consejería de Economía y 
Hacienda. La Memoria Económica estima 
a tanto alzado el impacto recaudatorio. 
Y la Memoria justificativa argumenta 
la oportunidad de la modificación en 
“adecuar más el impuesto al principio 
de capacidad económica y mejorar su 
progresividad”. Por otra parte, en el 
expediente no consta que haya sido 
sometido a consulta de las Consejerías, 
organizaciones o asociaciones directa o 
indirectamente afectadas por la modifi-
cación. Sin perjuicio de la valoración del 
Consejo sobre su contenido, discrepa del 
procedimiento seguido en la tramitación.

B) Al articulado
El artículo 1 del Anteproyecto 

establece tres modificaciones sobre la 
regulación del IRPF de las cuales una, 
la cuota autonómica, no supone cambio 
alguno sino traslación al D. L. 1/2010 
de la implantada por la Ley 4/2010. 
Pero sí las dos restantes. La primera de 
ellas se refiere a la deducción de la cuota 
íntegra autonómica por adquisición de 
la vivienda habitual por jóvenes de 35 o 
menos años de edad, una deducción con 
larga tradición, pues fue introducida en 
los primeros años de la pasada década, 
que ha sido objeto periódicamente de 
modificaciones en las sucesivas leyes 
de acompañamiento. Tanto su creación 
como los ulteriores cambios han sido 
generalmente valorados favorablemente 

por el Consejo aunque no ha sido óbice 
para que también se formularan propues-
tas orientadas a hacer más efectivo este 
incentivo y estimular más intensamente 
la adquisición. Se ha insistido especial-
mente en la oportunidad de eliminar las 
cantidades máximas de inversión que 
pueden ser objeto de deducción así como 
la deducción límite de 300 euros, cuya 
regulación se encuentra en el artículo 
1.Uno, punto 7 del Decreto Legislativo 
1/2010.

La Ley 4/2010, del Presupuestos 
Generales de la CARM para el año 2011, 
modificó ligeramente las características 
de la deducción para adaptarla a la cota 
de base imponible impuesta por la nor-
mativa estatal del IRPF por encima del 
cual no es posible acogerse a la deducción 
por adquisición de la vivienda habitual, 
pero mantuvo las características de la 
deducción. Es decir, un 3% con carácter 
general aplicable sobre la base de la 
deducción para todo contribuyente con 
edad igual o inferior de 35 años, y 5% 
si la base imponible general menos el 
mínimo personal y familiar es menor de 
24.107,2 euros (hasta entonces 26.620 
€), siempre que la base imponible del 
ahorro no supere 1.800 €. Por tanto, este 
cambio supuso un leve endurecimiento 
de los requisitos que permiten al sujeto 
pasivo acogerse a ella.

El Anteproyecto propone dos mo-
dificaciones que acentúan el carácter 
restrictivo de la deducción. Por una parte, 
elimina el tramo del 3% que con carácter 
general puede aplicarse cualquier joven 
independientemente del montante de su 
base imponible. Y por otra reduce el 
límite de base imponible con deducción 
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del 5%. En efecto, aunque mantiene la 
cantidad de 24.107,2 euros establece que 
a la base imponible del sujeto pasivo no 
se le restará el mínimo personal y familiar 
como permite la normativa ahora vigente. 
Por tanto, estas variaciones limitan nota-
blemente la posible aplicación de esta de-
ducción. Lo acredita la propia estimación 
del beneficio fiscal, que supondrá, según 
la Memoria Económica del Anteproyec-
to, 698.720 euros. En cambio, la misma 
Memoria referida al Anteproyecto de la 
ley de acompañamiento del año 2010 es-
timaba que el beneficio fiscal ascendería 
a 4.374.539 euros.

No es ajeno el CESRM al conoci-
miento de la difícil situación por la que 
atraviesan los ingresos de la Haciendo 
Regional, cuya recaudación se ha des-
plomado por la excepcional merma de 
actividad en el sector de la vivienda y en 
toda la economía en general a causa de 
la crisis. Solo por esta circunstancia sería 
posible aceptar una modificación como 
la que propone el Anteproyecto, que va 
a reducir notablemente el impacto de la 
deducción. Sin embargo, asumiendo este 
principio general de que es necesario 
modificar el sistema tributario autonó-
mico para procurar más recaudación al 
Presupuesto, entiende el Consejo que los 
cambios debieran efectuarse tras un aná-
lisis y valoración global con los agentes 
sociales del impacto social y económico 
que han originado las mejoras tributarias 
establecidas en los últimos años, algunas 
con un impacto en términos de pérdida 
de ingresos muy superior al que se deri-
va de esta deducción en el IRPF. A falta 
de ese debate, debiera corregirse la pro-
puesta del Anteproyecto para mitigar su 

carácter restrictivo. Se puede aceptar la 
desaparición del 3% con carácter general 
por cuanto no está sometido a ningún 
límite de base imponible, y no parece ra-
zonable que rentas suficientemente altas, 
aun siendo generadas por sujetos pasivos 
jóvenes, se acojan a la deducción. Pero, 
en cambio, no se comparte el límite de 
base imponible para la deducción del 
5%, que no es demasiado elevado aun 
cuando también se haya implantado en 
la normativa estatal, ni tampoco que 
deje de restarse de la base imponible el 
importe del mínimo personal y familiar. 
Igualmente, y como se ha señalado en 
dictámenes precedentes, sería conve-
niente eliminar el procedimiento de 
determinación de la base de la deduc-
ción a la cual se aplica el porcentaje del 
5% de deducción, pues constituye una 
muy importante limitación al alcance 
de la misma. En suma, se acepta que la 
deducción pierda generalidad y que no 
todo contribuyente menor de 36 años 
pueda acogerse a la misma, pero debiera 
ser mayor el incentivo para quienes se 
encuentran con más dificultades para 
acceder a la vivienda dado sus bajos 
ingresos.

Este mismo artículo 1 crea en su 
segundo apartado una deducción en la 
cuota íntegra autonómica del IRPF para 
el fomento del autoempleo de jóvenes 
menores de 36 años en situación legal 
de desempleo, por importe de 300 euros. 
Será aplicable por las personas en esas 
situaciones que causen alta por primera 
vez en el Censo de Empresarios, Profe-
sionales y Retenedores y se mantengan 
al menos un año en dicho Censo, cum-
pliendo además otros requisitos.
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 El CESRM valora positivamente 
esta nueva deducción de la cuota en el 
IRPF orientada a promover el carácter 
emprendedor de los jóvenes y facilitar 
la creación de empleo en una cohorte 
especialmente castigada por el paro. Aun 
cuando la cantidad es modesta, constituye 
un estímulo adicional a otros existentes 
en el ámbito de las políticas activas de 
empleo que refuerza el interés por el 
trabajo autónomo.

No obstante, considera el Consejo 
que puede ser necesario cierto desarrollo 
reglamentario para facilitar la gestión de 
esta deducción pues algunos aspectos ge-
neran dudas sobre su posible aplicación. 
Sucede en el requisito de que la actividad 
se desarrolle principalmente en el territo-
rio de la Comunidad Autónoma de Mur-
cia, que pudiera referirse tanto al desem-
peño físico de la misma como al origen 
geográfico de sus ingresos. Actualmente 
varias actividades del sector servicios 
pueden realizarse desde un lugar deter-
minado y abarcar una clientela repartida 
por todo el mundo. También sucede en 
relación con la exigencia de que dicha ac-
tividad deba constituir su principal fuente 
de renta, sobre la que convendría precisar 
el alcance de ese término o remitir a otra 
normativa donde se defina. Se exige fi-
nalmente que el contribuyente disponga 
de, al menos, un local en régimen de 
propiedad, arrendamiento o cualquier 
derecho real de uso o disfrute para el 
desarrollo de la actividad. Considera el 
CESRM que este requisito es demasiado 
restrictivo, retrae la posibilidad de que 
los jóvenes se apliquen la deducción y 
puede ser incluso discriminatorio porque 
el esfuerzo de inversión inicial necesario 

para disponer de local, aun arrendado, 
dejaría fuera a quienes dispongan de 
menos posibilidades de financiación en 
su entorno familiar. Y, como se ha men-
cionado anteriormente, ahora hay muchas 
actividades que, por lo menos en la fase 
inicial del proyecto empresarial, pueden 
desarrollarse en la propia vivienda fami-
liar. Consecuentemente, en opinión del 
Consejo este requisito debiera suprimirse.

El artículo 2 del Anteproyecto 
modifica la reducción por donación de 
vivienda habitual o cantidad en metálico 
destinada a su adquisición en el Impuesto 
sobre sucesiones y donaciones. En ge-
neral, son variaciones que este Consejo 
comparte pues se orientan a mejorar 
la gestión del impuesto y adecuar su 
regulación a la intención que pretende 
la norma, facilitar la adquisición de la 
primera vivienda habitual. En este sen-
tido, se especifica que la donación ha de 
ser para la “primera” vivienda habitual, 
con el razonable objetivo de evitar que 
quienes ya hubieran sido beneficiarios y 
la hubiesen vendido vuelvan a acogerse a 
la misma; se exige igualmente que la do-
nación se formalice en escritura pública 
y que en esta conste expresamente que la 
vivienda o la cantidad otorgada han de ser 
destinada a la adquisición o construcción 
de la misma; y se requiere que la vivienda 
se mantenga en su patrimonio durante 
cinco años. Al margen de lo anterior, se 
establece un nuevo requisito para tener 
derecho a la deducción mediante el que 
se limita el patrimonio preexistente del 
donatario así como su renta familiar, que 
no ha de ser inferior a cuatro veces el 
IPREM. Considera esta Institución que 
este máximo de renta familiar debiera 
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elevarse hasta 4,5 veces el IPREM al 
objeto de igualarlo al límite que establece 
el Plan Regional de Vivienda para acceder 
a las ayudas contempladas en el mismo.

 En relación con esta misma reduc-
ción por donación de vivienda habitual 
o cantidad en metálico destinada a su 
adquisición, considera el Consejo que 
sería conveniente estudiar la oportunidad 
de ampliar los supuestos de reducción 
para permitir también que la cantidad 
donada sea dedicada a la rehabilitación 
de la vivienda habitual, definido el tér-
mino rehabilitación tal y como determina 
el artículo 20.1, apartado 22, de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Im-
puesto sobre el Valor Añadido. Sería un 
estímulo para fomentar la producción en 
el sector de la edificación residencial, 
que atraviesa por graves problemas. Y 
la pérdida de recaudación que conlleva 
puede ser recuperada por la recaudación 
que aportará la actividad económica de-
rivada de la rehabilitación.

Comparte el CESRM las modifica-
ciones que introduce el artículo 3 del 
Anteproyecto al Impuesto sobre trans-
misiones patrimoniales y actos jurídicos 
documentados. Sus dos primeros aparta-
dos pudieran considerarse de tipo técnico 
y tienen por objeto unificar los requisitos 
que se exigen para la aplicación del tipo 
reducido de gravamen, tanto en la mo-
dalidad de transmisiones patrimoniales 
onerosas como en la de actos jurídicos 
documentados, por la adquisición de vi-
vienda habitual y por escrituras públicas 
que documenten préstamos hipotecarios 
destinados a la financiación de su adquisi-
ción por parte de sujetos pasivos menores 

de 36 años o que tengan la consideración 
legal de familia numerosa. En ambos 
casos se exige que se haga constar en 
el documento público que formalice la 
adquisición que el inmueble adquirido 
se ha de destinar a la vivienda habitual 
del sujeto pasivo.

El apartado tercero de este artículo 
reduce hasta el 0,5% el tipo de tributa-
ción de las primeras copias de escrituras 
públicas que documenten la adquisición 
de inmuebles por parte de contribuyentes 
que realicen actividades económicas suje-
tas al IRPF o al Impuesto de Sociedades y 
que se destinen a ser su domicilio fiscal o 
centro de trabajo, cumpliendo determina-
dos requisitos (adquisición financiada con 
recursos ajenos, no aplicable a operacio-
nes que hayan sido objeto de renuncia o 
exención en IVA o, si son personas jurí-
dicas, si más de la mitad del activo está 
constituido por valores o no está afecto 
a actividades empresariales o profesio-
nales). El CESRM valora positivamente 
esta propuesta del Anteproyecto con la 
que se intenta incentivar la compra de 
bienes inmuebles ante la muy importante 
caída del mercado inmobiliario.

El artículo 4 afecta a la tributación 
sobre el juego. Aunque el contenido es 
amplio gran parte del mismo traslada 
al Decreto Legislativo 1/2010 cambios 
ya aprobados en la Ley de Presupues-
tos Generales de la CARM para el año 
2011, referidos anteriormente. Por ello, 
la principal novedad que introduce el 
artículo es una profunda reestructura-
ción del sistema de tributación del juego 
del bingo en su modalidad tradicional, 
que afecta fundamentalmente a la de-
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terminación de su base imponible y al 
tipo de gravamen aplicable según se ha 
descrito en el apartado del Dictamen 
que resume la estructura y contenido del 
Anteproyecto, aunque también incide en 
este juego el contenido de la disposición 
final tercera mediante la que se alteran 
los anexos I y II del Decreto 194/2010, 
por el que se aprueba el Reglamento 
del Juego del Bingo, reguladores del 
porcentaje de la partida que se destina a 
premios así como la cuantía de estos en 
sus diferentes modalidades. La elevación 
del porcentaje destinado a premios fue 
requerida por este Consejo en su Dicta-
men a dicho Reglamento, por lo que se 
valora positivamente su inclusión ahora 
en el Anteproyecto si bien suscita alguna 
duda que se utilice una Ley para corregir 
el Decreto por cuanto restará flexibilidad 
a cualquier futura modificación, ya que 
requerirá una norma de similar rango.

En relación con esta propuesta el 
Consejo ha de expresar inicialmente su 
sorpresa ante la ausencia en el expediente 
del Anteproyecto de cualquier tipo de jus-
tificación por parte de la D.G. de Tributos 
acerca de su necesidad, mejoras que va 
a aportar respecto a la situación actual o 
problemas que pretende resolver distintas 
a las breves referencias mencionadas en 
el apartado de observaciones generales 
de este Dictamen. También la Memoria 
Económica incluye el impacto sobre los 
ingresos de la Hacienda Regional, estima-
do en una minoración de 337.500 euros, 
pero sin describir en ningún momento la 
metodología, información o procedimien-
to de cálculo empleado para llegar a esa 
cifra. Es una limitación importante ya que 
impide conocer la valoración de la propia 

dirección general competente en esta ma-
teria. Al igual que de las Consejerías con 
competencias relacionadas con la gestión 
o consecuencias derivadas de este juego, 
y organizaciones o asociaciones directa o 
indirectamente implicadas pues no consta 
en el expediente que haya sido sometido 
a consulta.

Sin embargo, el CESRM conoce 
la problemática de este sector debido a 
que el pasado 4 julio tuvo entrada en su 
Registro un escrito del representante de 
la Asociación Murciana Empresarial del 
Juego que la resume, adjuntando ade-
más una documentación que comprende 
diversos informes referidos a la situa-
ción económica del sector empresarial 
del bingo. Concretamente uno de ellos 
propone un nuevo modelo de tributación 
del juego del bingo en el ámbito de la 
CARM que en su modalidad tradicional 
coincide esencialmente con el que con-
tiene el Anteproyecto. En síntesis, dicha 
documentación, tras efectuar un repaso 
histórico a la evolución tributaria de este 
juego, expone las dificultades económicas 
por las que atraviesan estas empresas, que 
ha obligado al cierre de la mitad de las 
existentes a finales de la década de los no-
venta por lo que actualmente solo quedan 
cinco salas, con la consiguiente pérdida 
de empleo, así como el discriminatorio 
tratamiento, a juicio de la Asociación, del 
bingo en relación con otras modalidades 
de juego tanto en lo que concierne a la 
distribución de los premios (sobre el 
importe jugado, varios puntos porcen-
tuales por debajo de casinos y máquinas 
recreativas), así como a la tributación 
efectiva (según dicho estudio, frente a 
un 22,5% que resulta para los bingos, 
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casinos y máquinas recreativas tributan 
aproximadamente un 7%). También indi-
ca que algunas Comunidades Autónomas 
ya han introducido cambios en línea con 
la modificación del Anteproyecto. Una 
situación económica adversa, por tanto, 
que no ha mitigado los últimos cambios 
introducidos para rebajar la tributación 
de este juego, la disminución de dos 
puntos porcentuales el tipo de gravamen 
hasta dejarlo en el 18% aprobada por la 
Ley 7/2008, y una deducción del 10% 
en las cuota autoliquidadas condicionada 
al mantenimiento del empleo en 2010 y 
2011 que implantó la Ley 4/2010.

Sin duda, la Dirección General de 
Tributos conoce esta misma informa-
ción y ha debido ser su conformidad 
con los argumentos que contiene lo que 
explica que el nuevo sistema tributario 
para el bingo tradicional haya llegado 
al Anteproyecto, y probablemente la 
urgencia de su aprobación explique 
ausencias en la tramitación como las 
anteriormente mencionadas. Habría sido, 
no obstante, muy oportuna una valora-
ción y un pronunciamiento expreso de 
dicho Órgano incorporado al expediente. 
Pero, indudablemente, el contenido del 
Informe referido refleja claramente la 
difícil situación por la que atraviesa este 
sector empresarial, en lo que coinciden 
igualmente las organizaciones sindicales 
según se desprende de las actas del Ob-
servatorio Estatal del Sector Laboral de 
Bingos que también acompañan el refe-
rido escrito. Una situación que, a la vista 
de esa información, el CESRM comparte 
y justifica que se proceda a modificar el 
sistema de tributación de este juego en 
su modalidad tradicional.

El artículo 6 crea el Impuesto sobre 
instalaciones que inciden en el medio am-
biente de la Región de Murcia, mediante 
el que se grava la incidencia, alteración 
o riesgo de deterioro que sobre el medio 
ambiente ocasiona la realización de las 
actividades de producción, almacenaje 
o transformación de energía eléctrica. 
Es un impuesto de carácter finalista, no 
repercutible al consumidor según indica 
expresamente su normativa, cuyo obje-
tivo es compensar a la sociedad por el 
coste que soporta por el desarrollo de 
las actividades referidas, que tienen una 
incidencia directa o indirecta en el de-
terioro del medio ambiente, y al mismo 
tiempo constituye un instrumento para el 
fomento de energías renovables o limpias 
como la solar o la eólica. La recaudación 
estimada por este impuesto, según la Me-
moria Económica, asciende a 22,1 millo-
nes de euros teniendo en cuenta los datos 
de producción del período 2007-2009.

El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positivamen-
te la creación de este nuevo impuesto 
medioambiental. La pérdida de ingresos 
que sufre la Hacienda Regional obliga 
necesariamente a buscar nuevas figuras 
tributarias que permitan el mantenimiento 
de los servicios públicos, especialmente 
los que conforman el denominado Es-
tados del Bienestar, sin perjuicio de la 
necesidad de implementar medidas para 
la reducción de gastos presupuestarios 
prescindibles en estos momentos. En 
este contexto, se considera adecuada la 
implantación de este impuesto tanto por 
el objetivo pretendido como por el im-
pacto recaudatorio que tendrá sobre las 
arcas regionales. No obstante, conviene 
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efectuar algunas observaciones sobre su 
regulación. En primer lugar, se han de 
establecer los mecanismos necesarios 
para garantizar lo recogido en el punto 
segundo de su apartado cinco, la prohibi-
ción expresa de repercutir este Impuesto a 
los consumidores. Y en segundo lugar, se 
debiera reflexionar sobre la oportunidad 
de mantener el carácter finalista que se 
otorga a su recaudación.

El Consejo valoró positivamente en 
su Dictamen sobre el Anteproyecto de 
Ley de Medidas Tributarias en materia de 
Tributos Cedidos y Tributos Propios Año 
2006 el carácter finalista que se concedía 
a los impuestos medioambientales crea-
dos por dicha ley. No obstante, expresaba 
que para hacer efectiva esa afectación de 
ingresos se debería asegurar, por un lado, 
su carácter “adicional” respecto a los que 
se dedicaban antes de su implantación 
a gastos para la protección medioam-
biental. Es decir, quedaría desvirtuada 
la afectación sin un incremento real del 
gasto equivalente respecto al previamente 
destinado a ese fin. Además, proponía el 
Consejo que ese crecimiento de ingresos 
que iba a aportar los nuevos impuestos 
debía ser “perceptible” por el ciudadano, 
es decir, que se pudiera conocer fácilmen-
te las cantidades que proporcionaban y su 
destino en gastos para la protección del 
medio ambiente, para lo cual se sugería 
su instrumentación a través de un fondo 
específico que podía ser el Fondo de 
Protección del Medio Ambiente al que 
se refería la ahora derogada Ley 1/995. 
Esta valoración del Consejo sigue siendo 
válida actualmente si se pretende hacer 
efectivo el carácter finalista de los ingre-
sos de este Impuesto.

Ahora bien, ante esta coyuntura 
económica conviene reflexionar dete-
nidamente sobre la oportunidad de ese 
carácter finalista que se atribuye a los 
ingresos del Impuesto. Es incuestionable 
la importancia de la política de protec-
ción medioambiental, y la defensa de la 
misma ha quedado reiteradamente mani-
festada por este Consejo en dictámenes 
efectuados a planes y disposiciones en 
ese ámbito. Pero cuando se ha de afron-
tar una situación económica como la 
actual, en la que la pérdida de ingresos 
públicos pudiera conllevar la disminu-
ción de gastos en servicios esenciales 
para el ciudadano, es difícil situar la 
política de protección medioambiental 
en un escalón distinto al de la política 
educativa, sanitaria o de protección so-
cial. La recaudación prevista con este 
Impuesto es importante, algo más de 22 
millones de euros, cantidad que pudiera 
ser necesaria no solo para acrecentar el 
gasto dedicado a la defensa del medio 
ambiente sino también para mantener 
la calidad asistencial de otros servicios 
como los mencionados.

Una cuestión técnica al margen de lo 
anterior. La normativa establece varios 
supuestos de no sujeción. Uno de ellos es 
la “la producción de las energías solar o 
eólica, salvo que estas alteren de modo 
grave y evidente el medio ambiente”. A 
criterio del Consejo, la expresión “alte-
ren de modo grave y evidente el medio 
ambiente” es muy imprecisa, insuficiente 
para determinar qué tipo de deterioro po-
dría dar lugar a incurrir en el gravamen. 
Debiera ser corregida porque genera cier-
ta inseguridad jurídica a los productores 
de esas energías.
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El artículo 7 del Anteproyecto mo-
difica el Decreto Legislativo 1/2004, de 
9 julio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Tasas, Precios 
Públicos y Contribuciones Especiales. Se 
crean 3 nuevas tasas y se modifican otras 
12 generalmente para crear nuevas cuotas 
o incrementar algunas de las previstas. 
Estas últimas suelen fundamentarse en la 
necesidad de aclarar determinados aspec-
tos técnicos para facilitar la gestión, adap-
tarse a nuevas disposiciones normativas 
aprobadas desde la implantación de la tasa 
y evitar desigualdades en las cuotas para 
evitar que actuaciones sometidas a gra-
vamen tengan importes diferentes cuando 
la gestión administrativa que conlleva es 
similar a otras. En general, este tipo de 
modificaciones queda suficientemente 
justificado en el Anteproyecto.

Las observaciones del CESRM se 
centran en las tres nuevas tasas que se 
pretende crear para gravar las actuaciones 
administrativas necesarias que permitan 
a los solicitantes acceder a determinadas 
ayudas en el ámbito de la protección a la 
familia y a las personas con discapaci-
dad. Concretamente, el Consejo rechaza 
la creación de las tasas “ T171 Tasa por 
expedición y renovación del título de 
familia numerosa”, “T172 Tasa por so-
licitud de reconocimiento o revisión de 
grado de dependencia” y “T173 tasa por 
solicitud de reconocimiento, revisión o 
certificación de grado de discapacidad”.

En opinión del Consejo, supone 
una contradicción importante establecer 
mecanismos que dificultan el acceso a 
determinadas prestaciones que se han 
implantado precisamente para favorecer 

a colectivos con especiales necesidades, 
como son las familias numerosas y las 
personas con cierto grado de dependencia 
o discapacidad. En un país en el que la 
tasa de natalidad es de las más bajas de 
los países desarrollados, no es oportuno 
establecer medidas que desincentiven la 
fecundidad, ya dificultada en exceso por 
las propias circunstancias socioeconómi-
cas (elevado nivel de paro, alta tempora-
lidad laboral, desigualdad salarial entre 
hombres y mujeres, etc.). Y lo mismo 
cabe afirmar en lo que concierne a las 
personas con discapacidad. Durante los 
últimos años se han establecido medidas 
para favorecer la calidad de vida de estas 
personas, para procurarles una mayor 
autonomía personal y mejorar su bienes-
tar. Es contraproducente implantar ahora 
cualquier tipo de barrera que dificulte el 
acceso a las mismas.

Preocupa especialmente el carácter 
disuasorio que se estima puede ocasionar 
la implantación de las tasas referidas a 
dependencia o discapacidad, cuantificado 
en un 20% de las solicitudes en la pri-
mera tasa y un 15% en la segunda, tanto 
iniciales como de revisión. Teniendo en 
cuenta que los beneficios derivados del 
reconocimiento solicitado por el deman-
dante rebasa ampliamente el coste de 
la tasa, por lo que nadie con suficientes 
recursos económicos dejaría de solicitar-
lo, cabe suponer que los desistimientos 
obedecerán a personas que necesitan esas 
ayudas pero no pueden afrontar el pago, 
lo que no haría más que acentuar su ya 
grave estado de necesidad.

No descarta el Consejo que dada la 
situación de los ingresos de la Hacienda 
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Regional llegue a ser necesaria una mayor 
contribución monetaria del usuario directo 
de los servicios públicos en la financiación 
de los mismos, objetivo que pretende la 
implantación de las tasas mencionadas. 
Pero ello debería efectuarse, en su caso, 
tras un amplio debate social sobre qué 
servicios, en qué cantidades y si ha de 
hacerse con carácter general para todos 
los usuarios o excluyendo a los más ne-
cesitados. 

En observaciones anteriores el Con-
sejo ha manifestado su conocimiento de 
la difícil situación por la que atraviesan 
los ingresos de la Hacienda Regional. 
Es indudable que descartar estas tasas 
implicaría perder los ingresos que se 
prevé recaudar y asumir los gastos de 
quienes no renuncien a la solicitud. 
Para paliar esa merma de ingresos el 
CESRM propone que se incrementen 
todas las cuotas de las tasas en las que 
determinadas actividades sometidas al 
gravamen no hayan sido objeto de re-
visión durante los últimos años o bien 
desde que se efectuó su última revisión. 
Ha sido habitual que el crecimiento de 
las cuotas se haya fijado anualmente 
en el porcentaje previsto de inflación, 
2%, pero exceptuado el último bienio 
la tasa interanual ha rebasado, a veces 
con holgura, dicho porcentaje. Se po-
dría corregir esas cuotas para adecuar 
esas cuotas a la evolución real del IPC, 
lo que permitiría compensar, al menos 
parcialmente, el impacto recaudatorio 
que tendría la supresión de estas tasas.

La Disposición Adicional Primera 
eleva cinco puntos porcentuales, hasta el 
15%, la deducción de la cuota trimestral 
de los casinos de juego que, vinculada 

al mantenimiento del empleo en los 
años 2010 y 2011, creó la Ley 13/2009, 
también condicionada a que mantengan 
el empleo en el año 2012. Aunque hasta 
entonces el CESRM había sido crítico a 
la rebaja de la tributación del sector del 
juego por las razones apuntadas en el Dic-
tamen al Anteproyecto de esa Ley, aceptó 
aquella deducción del 10% por la grave-
dad de la crisis económica y su impacto 
en términos de destrucción de empleo. 
El Anteproyecto incrementa cinco puntos 
porcentuales esta deducción sin que en 
el expediente consten las razones que 
justifican la medida, ni valoración sobre 
los resultados que ha proporcionado la 
primera deducción ni análisis económico 
sobre la situación del sector de los casinos 
de juego. Asumir una merma de ingresos 
superior a 166.000 euros, según la Me-
moria Económica, requeriría, en opinión 
del CESRM, una mínima justificación 
que el expediente del Anteproyecto no 
aporta, como tampoco la valoración de 
las entidades afectadas. 

La Disposición Adicional Cuarta 
contiene el régimen jurídico de los Pro-
yectos Estratégicos en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia.

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia valora positivamente 
la creación de esta figura por las posi-
bilidades que la misma puede implicar 
desde el punto de vista del impulso, la 
agilización y la coordinación en el ámbito 
administrativo de aquellos proyectos que 
contribuyan de manera especialmente sig-
nificativa al desarrollo económico, social 
y territorial de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia.
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No obstante, la regulación conteni-
da en la Disposición Adicional Cuar-
ta plantea algunas cuestiones de tipo 
técnico-jurídico, pero con relevantes 
consecuencias prácticas, que deberían 
ser evaluadas con el fin de evitar las po-
sibles disfuncionalidades que la inclusión 
de la nueva normativa pudiera implicar 
respecto a la regulación general de los 
procedimientos administrativos, así como 
con relación a normas de carácter sec-
torial que pueden tener incidencia en la 
regulación de los Proyectos Estratégicos. 
En los párrafos siguientes se analizan de 
forma puntual estas cuestiones.

En primer lugar debe señalarse la 
existencia de una diferencia terminoló-
gica a lo largo de la Disposición Adi-
cional Cuarta: Régimen Jurídico de 
los proyectos estratégicos en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma de la Re-
gión de Murcia, para referirse a lo que 
parece ser un único concepto. En efecto, 
el régimen jurídico que se establece en 
la citada disposición es para los pro-
yectos estratégicos en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. Por su parte, el apartado uno 
mantiene dicha denominación al titularse 
Concepto de Proyecto Estratégico. Sin 
embargo, en su contenido se determina 
que son proyectos de inversión con in-
terés estratégico regional, alterando por 
tanto la denominación utilizada. Esta 
variedad de denominaciones se mantie-
ne a lo largo de los diferentes apartados 
que incorpora la Disposición Adicional 
Cuarta, generando una cierta confusión 
con trascendencia no sólo conceptual 
sino también sobre el alcance de alguna 
de las determinaciones y consecuencias 

jurídicas derivadas de la declaración de 
un proyecto como estratégico, como se 
pone de relieve, junto a otras cuestiones, 
en las observaciones siguientes.

El apartado dos.5 determina que las 
propuestas para la declaración de un pro-
yecto como estratégico se podrán realizar 
a través de la Consejería competente en 
la materia, quien elaborará un informe 
justificativo. Igualmente, los proyectos 
que presenten un carácter transversal 
se propondrán a través de la Consejería 
de Economía. En opinión del CESRM, 
debería sustituirse la expresión se podrán 
realizar por se realizarán, suprimiendo de 
esta forma la indeterminación que supone 
el carácter facultativo de esta forma de ini-
ciar el procedimiento ante las consejerías 
competentes por razón de la materia, de 
la misma forma que se establece de forma 
imperativa que los proyectos de carácter 
transversal se propondrán a través de la 
Consejería de Economía.

El apartado dos.4 dispone que el 
Centro Directivo competente en materia 
de coordinación y seguimiento de proyec-
tos estratégicos se encargará de comuni-
car al resto de entes de la Administración 
Autonómica y municipal la calificación 
de estratégica de los proyectos. Además, 
ejercerá las competencias de coordi-
nación y seguimiento, con los distintos 
órganos de las Administraciones, de la 
tramitación administrativa de los pro-
yectos declarados de interés estratégico 
regional. A juicio de esta Institución la 
comunicación del carácter estratégico de 
un proyecto debería realizarse también 
a la Administración General del Estado 
si en el desarrollo del mismo tuviera 
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que realizar dicha Administración, en 
el ejercicio de sus competencias, algún 
tipo de actuación o fuera necesaria la 
coordinación con algún proyecto o acti-
vidad de la misma. En este sentido sería 
conveniente que se determinase expre-
samente el órgano encargado de realizar 
dicha coordinación en representación de 
la Comunidad Autónoma y se posibilita-
se, en su caso, el establecimiento de un 
sistema específico para la coordinación 
de esas actuaciones. La necesaria coor-
dinación entre las administraciones de 
nuestro país forma parte de los principios 
de actuación administrativa, junto al de 
respeto al ámbito competencial de todas 
ellas. Y la toma en consideración del 
mismo debiera redundar, sin duda, en una 
mayor agilización de la tramitación de los 
Proyectos Estratégicos y, posiblemente, 
en una mayor implicación de la Admi-
nistración General del Estado respecto 
a los mismos. Asimismo considera este 
Organismo que sería conveniente que se 
concretase el alcance de las facultades 
que se atribuyen al Centro Directivo para 
el ejercicio de las competencias de coor-
dinación y seguimiento, con los distintos 
órganos de las Administraciones, de la 
tramitación administrativa, con el fin de 
evitar dificultades y dilaciones derivadas 
de la indefinición de esta cuestión durante 
la tramitación de los proyectos.

El apartado tres.1 dispone que las 
inversiones calificadas de interés estra-
tégico tendrán, en sus distintos trámites, 
un carácter prioritario y urgente para 
toda la administración regional, de ma-
nera que se agilice su implantación y 
puesta en marcha. Considera el Consejo 
Económico y Social que en este apar-

tado debería sustituirse la referencia a 
las inversiones por la de los proyectos 
estratégicos, dado que en relación con 
los mismos confluirán, junto a las in-
versiones, otro tipo de actuaciones que 
deberían recibir la misma consideración 
que las inversiones, como pueden ser, a 
título meramente de ejemplo y de forma 
no exhaustiva, actividades de formación, 
elaboración de planes, desarrollo de 
medidas normativas y de planificación o 
actividades de sensibilización.

El apartado tres.2 prescribe que 
los plazos ordinarios previstos en las 
leyes, decretos y órdenes regionales, se 
reducirán a la mitad cuando afecten a 
proyectos de inversión estratégicos, salvo 
los relativos a la presentación de solici-
tudes y recursos, a los procedimientos 
de concurrencia competitiva y a los de 
naturaleza fiscal. Este precepto merece a 
juicio del Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia dos consideraciones 
diferenciadas.

En primer lugar, al igual que se ha 
señalado en relación con el número 1 
de este mismo apartado, no debería 
restringirse la reducción de los plazos a 
los proyectos de inversión estratégicos, 
sino a todos los plazos relativos a las 
actuaciones incluidas en el proyecto es-
tratégico, al margen de que tengan o no 
naturaleza de inversiones.

En segundo lugar, esta Institución 
considera que la regulación prevista para 
la reducción de los plazos a la mitad, que 
excluye de su aplicación a los procedi-
mientos de concurrencia competitiva y a 
los de naturaleza fiscal, supone en reali-
dad un régimen más restrictivo, en cuanto 
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a la reducción de los plazos exigibles 
en la tramitación de los procedimientos 
administrativos, que el establecido para 
la declaración de urgencia, regulado 
con carácter de legislación básica en 
el artículo 50 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 
En efecto, este precepto de la Ley 30/92 
dispone que cuando razones de interés 
público lo aconsejen se podrá acordar, 
de oficio o a petición del interesado, 
la aplicación al procedimiento de la 
tramitación de urgencia, por la cual se 
reducirán a la mitad los plazos estable-
cidos para el procedimiento ordinario, 
salvo los relativos a la presentación de 
solicitudes y recursos. No cabrá recurso 
alguno contra el acuerdo que declare la 
aplicación de la tramitación de urgencia 
al procedimiento.

Por otra parte, debe señalarse que la 
regulación prevista en este apartado limi-
ta su aplicación a los plazos ordinarios 
previstos en las leyes, decretos y órdenes 
regionales, mientras que la regulación 
contenida en el citado artículo 50 de la Ley 
30/92 no contiene esa limitación, siendo 
por tanto de aplicación a todos los plazos 
con trascendencia en los procedimientos 
afectados sin diferenciar en la procedencia 
regional, local o estatal de la normativa. 
En este sentido debe tenerse en cuenta que 
la Administración Regional aplica en sus 
procedimientos legislación estatal, como 
por ejemplo en materia de contratación 
de las administraciones públicas, que, ob-
viamente, contiene también plazos que se 
verían sujetos a reducción en virtud de la 
declaración de urgencia del procedimiento 

con base en el artículo 50 de la Ley 30/92 
y sin embargo si se opta por aplicar el 
régimen establecido en el apartado tres.2 
de Disposición Adicional Cuarta no se 
verían reducidos a la mitad.

El apartado tres.3 determina que 
quedan reducidos a la mitad los plazos 
establecidos legalmente en materia de 
tramitación y ejecución del planeamien-
to urbanístico cuanto tengan por objeto 
obras e instalaciones de inversiones de-
claradas de interés estratégico regional. 
Asimismo, se reducirán a la mitad los 
plazos para el otorgamiento de cuales 
licencias resulten necesarias para la 
ejecución, apertura o funcionamiento de 
dichas obras e instalaciones. A juicio del 
Consejo Económico y Social el contenido 
de este apartado se halla comprendido 
en el apartado tres.2, por lo que su 
individualización puede conllevar dudas 
de interpretación en cuanto al alcance del 
número 2 del apartado tres.

El apartado tres.4 prescribe que 
quedan reducidos a la mitad los plazos 
establecidos legalmente en los proce-
dimientos medioambientales que deban 
tramitarse para la ejecución de las in-
versiones declaradas de interés estraté-
gico regional, todo ello sin perjuicio de 
los plazos que establece la legislación 
básica del Estado y europea. Al igual 
que se ha señalado en relación con el 
número 3 el contenido de este apartado 
se halla comprendido en el apartado 
tres.2, por lo que su individualización 
puede conllevar dudas de interpretación 
en cuanto al alcance del citado número 
2 del apartado tres. 

Por otra parte debe señalarse la 
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problemática que puede provenir de la 
interpretación sobre el alcance de la ex-
presión sin perjuicio de los plazos que 
establece la legislación básica del Estado 
y europea, que parece dar a entender que 
la reducción de plazos no es de aplicación 
a la citada legislación básica estatal y 
europea. Debe reiterarse que este efecto 
excluyente no se produce en el caso de 
que la vía utilizada para la reducción de 
plazos sea la declaración de urgencia del 
procedimiento conforme a lo previsto en 
la legislación básica en materia de proce-
dimiento administrativo.

El apartado tres.5 establece que 
esta normativa tendrá efecto en los pla-
zos de aquellas tramitaciones, licencias 
e informes de las Corporaciones Loca-
les regulados por las leyes regionales. 
También con relación a la limitación a 
los procedimientos de las Corporaciones 
Locales regulados por las leyes regiona-
les debe reiterarse la observación de que 
la misma no es de aplicación en el caso 
de que la vía utilizada para la reducción 
de plazos sea la declaración de urgen-
cia del procedimiento conforme a lo 
previsto en la legislación básica en ma-
teria de procedimiento administrativo. 
Obviamente la declaración de urgencia 
corresponde de forma general, en este 
caso, a las Corporaciones Locales, pero 
este inconveniente puede obviarse, de 
forma análoga a como hace el apartado 
tres.5, estableciendo de forma general la 
declaración de urgencia de forma gene-
ral para los procedimientos que deban 
tramitarse por las citadas Corporaciones 
Locales en el ámbito de cualquier Pro-
yecto Estratégico.

A la vista de las anteriores considera-
ciones respecto a las limitaciones que la 
regulación establecida en la Disposición 
Adicional Cuarta supone con relación 
al régimen general de declaración de 
urgencia de los procedimientos contenida 
en la legislación básica estatal en materia 
de procedimiento administrativo, el Con-
sejo Económico y Social considera que 
sería más adecuado determinar de manera 
expresa que la declaración de un Proyecto 
Estratégico conllevará de forma automá-
tica la declaración de urgencia de todos 
los procedimientos que deban tramitarse 
tanto por la Administración Regional 
como por las Corporaciones Locales para 
llevarlos a la práctica, obviando de esta 
forma los inconvenientes y limitaciones 
reseñados en los párrafos anteriores del 
presente Dictamen y consiguiendo la 
aplicación de la reducción de plazos a 
la mitad a todos los establecidos con 
independencia de la administración que 
haya aprobado la normativa de aplicación 
en los mismos. 

El apartado tres.5 determina que 
además de los que pudiera prever la 
legislación sectorial de aplicación, la 
declaración llevará implícita, en su caso, 
la declaración de utilidad pública y la 
necesidad de urgente ocupación a los 
efectos de expropiación forzosa de los 
terrenos necesarios para las conexiones 
a las redes regionales. Considera el Con-
sejo Económico y Social que no se debe 
restringir el ámbito de aplicación de la 
declaración de utilidad pública y la nece-
sidad de urgente ocupación a los efectos 
de expropiación forzosa a los terrenos 
necesarios para las conexiones a las redes 
regionales y que la misma debe ampliarse 
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también, como prevé la legislación sobre 
expropiación forzosa, a los bienes y de-
rechos que resulten afectados. Asimismo 
en opinión del CESRM, la limitación de 
los efectos de la declaración de utilidad 
pública y la necesidad de urgente ocupa-
ción a los terrenos necesarios para las 
conexiones a las redes regionales supone 
una restricción innecesaria de su ámbito 
de aplicación, por lo que sería preferible 
utilizar la expresión conexiones exterio-
res con las redes de infraestructuras y 
servicios generales, tal y como hace, 
por ejemplo, el artículo 46.3 del Decreto 
Legislativo 1/2005, de 10 de junio, por 
el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Suelo de la Región de Mur-
cia, en relación con los efectos análogos 
previstos para la Actuaciones de Interés 

Regional. Finalmente, a juicio de este 
Organismo la expresión llevará implícita, 
en su caso puede generar problemas de 
interpretación que debieran evitarse. En 
primer lugar porque el término implícita 
no es adecuado cuando lo que se pre-
tende mediante la regulación establecida 
en la Disposición Adicional Cuarta es 
precisamente realizar de forma expresa y 
general la declaración de utilidad públi-
ca y la necesidad de urgente ocupación 
para todos los Proyectos Estratégicos. En 
segundo lugar, porque la expresión en su 
caso introduce un factor de confusión 
sobre el alcance general y la aplicación 
automática del régimen de la declaración 
de utilidad pública y la necesidad de ur-
gente ocupación en todos los Proyectos 
Estratégicos.

IV. CONCLUSIONES

1.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia valora positivamente 
la iniciativa de elaborar el Anteproyecto 
de Ley de Medidas Fiscales y de Fomento 
Económico en la Región de Murcia para 
el año 2012, dado que su contenido no 
tiene cabida en las leyes presupuestarias, 
y que se limite estrictamente al que co-
rresponde a este tipo de leyes, evitando 
la dispersión y heterogeneidad normativa 
que presentan en ocasiones. Sin embar-
go, reitera esta Institución que considera 
escaso el proceso de participación de 
Consejerías y organizaciones y asociacio-

nes representativas de intereses sociales 
y económicos en su proceso de elabora-
ción, que incluso llega a la ausencia de 
explicación o justificación de algunos 
aspectos relevantes incluidos en el texto. 
De la misma forma, se considera que la 
Memoria Económica debería ofrecer una 
información más completa y variada al 
objeto de permitir una mejor valoración 
de la incidencia socioeconómica de los 
cambios que propone.

2.- El CESRM valora positivamente 
la nueva deducción de la cuota auto-
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nómica en el IRPF para el fomento del 
autoempleo de jóvenes menores de 36 
años en situación legal de desempleo, 
por importe de 300 euros, porque puede 
favorecer el carácter emprendedor de los 
jóvenes y facilitar la creación de empleo 
en una cohorte especialmente castigada 
por el paro. Aun cuando la cantidad es 
modesta, constituye un estímulo adicio-
nal a otros existentes en el ámbito de las 
políticas activas de empleo que refuerza 
el interés por el trabajo autónomo.

En este mismo Impuesto, respecto 
a las modificaciones que se proponen a 
la actual normativa de la deducción por 
inversión en la adquisición de la vivienda 
habitual por jóvenes menores de 36 años, 
se acepta, dada la necesidad de acrecentar 
los ingresos de la Hacienda Regional, que 
desaparezca la deducción general del 3% 
a la que podía acogerse cualquier sujeto 
pasivo independientemente del montante 
de su base imponible. Pero debiera corre-
girse la regulación para acrecentar el in-
centivo de quienes se encuentran con más 
dificultades para acceder a la vivienda 
dado sus bajos ingresos, quienes pueden 
acogerse al 5% de deducción. Así, debiera 
elevarse el límite de base imponible es-
tablecido, y que a la base imponible del 
sujeto pasivo se pueda seguir restando el 
importe del mínimo personal y familiar, 
como sucede actualmente. Igualmente, 
y como se ha señalado en dictámenes 
precedentes, sería conveniente eliminar 
el procedimiento de determinación de la 
base de la deducción a la cual se aplica 
el porcentaje del 5% de deducción, pues 
constituye una muy importante limitación 
al alcance de la misma.

3.- Igualmente comparte el CESRM 
la reducción hasta el 0,5% del tipo de 
gravamen por la obtención de las pri-
meras copias de escrituras públicas que 
documenten la adquisición de inmuebles 
por parte de contribuyentes que realicen 
actividades económicas sujetas al IRPF 
o al Impuesto de Sociedades y que se 
destinen a ser su domicilio fiscal o cen-
tro de trabajo, cumpliendo determinados 
requisitos, con la que se intenta incenti-
var la compra de bienes inmuebles ante 
la muy importante caída del mercado 
inmobiliario.

4.- El Consejo lamenta que la im-
portante reestructuración del sistema 
tributario que afecta al juego del bingo 
propuesta por el Anteproyecto no haya 
sido objeto de valoración, o no consta 
en el expediente del mismo, por parte del 
órgano proponente ni de las entidades o 
Consejerías directa o indirectamente afec-
tadas. No obstante, información remitida 
a este Consejo por parte de su asociación 
empresarial representativa a iniciativa 
propia revela una grave problemática 
económica, pérdida de empleo y desigual 
tratamiento respecto a otros juegos en lo 
que concierne al reparto de premios y 
tributación efectiva, por lo que, a la vista 
de esa información, parece justificada la 
modificación propuesta.

5.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positi-
vamente la creación del Impuesto sobre 
instalaciones que inciden en el medio am-
biente de la Región de Murcia, porque la 
pérdida de ingresos que sufre la Hacienda 
Regional obliga necesariamente a buscar 
nuevas figuras tributarias que permitan 
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el mantenimiento de los servicios públi-
cos, especialmente los que conforman el 
denominado Estados del Bienestar. Pero 
se han de establecer los mecanismos ne-
cesarios para garantizar el cumplimiento 
de la prohibición expresa de repercutir 
este Impuesto a los consumidores. Y se 
debiera reflexionar sobre la oportunidad 
de mantener el carácter finalista que se 
otorga a su recaudación. Esta es impor-
tante, algo más de 22 millones de euros, 
cantidad que pudiera ser necesaria no 
solo para acrecentar el gasto dedicado a 
la defensa del medio ambiente sino tam-
bién para mantener la calidad asistencial 
de otros servicios como los mencionados.

6.- El CESRM rechaza la creación 
de las tasas “T171 Tasa por expedición 
y renovación del título de familia nu-
merosa”, “T172 Tasa por solicitud de 
reconocimiento o revisión de grado de de-
pendencia” y “T173 tasa por solicitud de 
reconocimiento, revisión o certificación 
de grado de discapacidad”. En opinión 
del Consejo, supone una contradicción 
importante establecer mecanismos que 
dificultan el acceso a determinadas pres-
taciones que se han implantado precisa-
mente para favorecer a colectivos con es-
peciales necesidades, como son las fami-
lias numerosas y las personas con cierto 
grado de dependencia o discapacidad. No 
descarta el Consejo que dada la situación 
de los ingresos de la Hacienda Regional 
llegue a ser necesaria una mayor contri-
bución monetaria del usuario directo de 
los servicios públicos en la financiación 
de los mismos, objetivo que pretende la 
implantación de las tasas mencionadas. 
Pero ello debería efectuarse, en su caso, 
tras un amplio debate social sobre qué 

servicios, en qué cantidades y si ha de 
hacerse con carácter general para todos 
los usuarios o excluyendo a los más nece-
sitados. Para paliar la merma de ingresos 
que supondría la renuncia a esas tasas 
el CESRM propone que se incrementen 
todas las cuotas de las tasas en las que 
determinadas actividades no hayan sido 
objeto de revisión, o bien desde la última 
efectuada, pues ha sido habitual que el 
crecimiento de las cuotas se haya fijado 
anualmente en el porcentaje previsto de 
inflación, 2%. Sin embargo, exceptuado 
el último bienio la tasa interanual del IPC 
ha rebasado, a veces con holgura, dicho 
porcentaje.

7.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positiva-
mente la creación de la figura jurídica 
de los Proyectos Estratégicos por las 
posibilidades que ofrece desde el punto 
de vista del impulso, la agilización y la 
coordinación en el ámbito administrativo 
de aquellos proyectos que contribuyan 
de manera especialmente significativa 
al desarrollo económico, social y terri-
torial de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia. No obstante, su 
regulación plantea algunas cuestiones de 
tipo técnico-jurídico, pero con relevantes 
consecuencias prácticas, expuestas en el 
cuerpo de este Dictamen, que deberían 
ser evaluadas con el fin de evitar las 
posibles disfuncionalidades que la in-
clusión de la nueva normativa pudiera 
implicar respecto a la regulación general 
de los procedimientos administrativos, 
así como con relación a normas de 
carácter sectorial que pueden tener inci-
dencia en la regulación de los Proyectos 
Estratégicos.
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Murcia, a 25 de octubre de 2011

Vº Bº

El Presidente del Consejo Económico 
y Social

Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social

Isidro Ródenas Ruiz
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SE APRUEBA EL REGLAMENTO ORGÁNICO DE 

LOS CENTROS INTEGRADOS DE FORMACIÓN 

PROFESIONAL DE TITULARIDAD PÚBLICA DE LA 

REGIÓN DE MURCIA.

5.

SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY POR EL QUE SE 

MODIFICA LA LEY 8/2006, DE 16 DE NOVIEMBRE, 

DE SOCIEDADES COOPERATIVAS DE LA REGIÓN 

DE MURCIA.

6.

S O B R E  E L P R O Y E C TO  D E  D E C R E TO  D E 

MODIFICACIÓN DEL DECRETO 72/1998, DE 20 DE 

NOVIEMBRE, POR EL QUE SE CREA EL CONSEJO 

ASESOR REGIONAL “FORO REGIONAL PARA LA 

INMIGRACIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE LA REGIÓN DE MURCIA”.

7.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

CREA LA COMISIÓN MIXTA PARA EL FOMENTO DEL 

TRANSPORTE AÉREO EN LA REGIÓN DE MURCIA.

8.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO QUE CREA 

EL CONSEJO ASESOR REGIONAL DEL TRABAJO 

AUTÓNOMO DE LA REGIÓN DE MURCIA Y REGULA 

SU FUNCIONAMIENTO, Y MODIFICA EL DECRETO 

158/2009, DE 29 DE MAYO, POR EL QUE SE CREA EL 

REGISTRO DE ASOCIACIONES PROFESIONALES DE 

TRABAJADORES AUTÓNOMOS DE LA COMUNIDAD 

AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA Y SE 

REGULA SU FUNCIONAMIENTO.

9.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO DE 

AUTORIZACIÓN COMO CENTROS INTEGRADOS, 

DE CENTROS DE FORMACIÓN PROFESIONAL 

PRIVADOS Y PÚBLICOS NO DEPENDIENTES DE LA 

ADMINISTRACIÓN REGIONAL.

10.

DICTAMEN SOBRE PROYECTO DE DECRETO 

POR EL QUE SE REGULA LA AUTORIZACIÓN Y 

EL REGISTRO DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE 

EMPRESAS DE PIENSOS DE LA REGIÓN DE MURCIA.
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11.

DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR 

EL QUE SE REGULA EL DESEMBARQUE, PRIMERA 

VENTA Y COMERCIALIZACIÓN DE PRODUCTOS 

PESQUEROS EN LA REGIÓN DE MURCIA.

12.

DICTAMEN SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY DE 

MEDIDAS FISCALES Y DE FOMENTO ECONÓMICO 

EN LA REGIÓN DE MURCIA PARA EL AÑO 2012.
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